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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 169  

DE 2011 CÁMARA, 108 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se aprueba la “Enmienda de la 
Convención sobre la Protección Física de los Mate-
riales Nucleares”, aprobada en Viena, el 8 de julio 

de 2005.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese la Enmienda de la Con-

vención sobre la Protección Física de los Materiales 
Nucleares, aprobada en Viena el 8 de julio de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1994, la Enmienda de la 
Convención sobre la Protección Física de los Mate-
riales Nucleares, aprobada en Viena el 8 de julio de 
2005, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir de la fecha en que se perfec-
cione el vínculo internacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Carlos Eduardo León Celis,
Representante a la Cámara.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 19 de 2012
En Sesión Plenaria del día 19 de junio de 2012, 

-
Proyecto de ley número 

169 de 2011 Cámara, 108 de 2011 Senado, por 
medio de la cual se aprueba la “Enmienda de la 
Convención sobre la Protección Física de los Ma-
teriales Nucleares”, aprobada en Viena, el 8 de ju-

-
yecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, 

según consta en el Acta de Sesión Plenaria número 
133 del 19 de junio de 2012, previo su anuncio el 
día 14 de junio de los corrientes, según Acta de Se-
sión Plenaria número 132.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA  

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 176  
DE 2011 CÁMARA, 18 DE 2011 SENADO

por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje 
Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

SECCIÓN PRIMERA
ARBITRAJE NACIONAL

CAPÍTULO I
Normas generales del arbitraje nacional

Artículo 1°. e nición, modalidades y princi-
pios. El arbitraje es un mecanismo alternativo de so-

-
ren a árbitros la solución de una controversia relativa 
a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley 
autorice.

El arbitraje se rige por los principios y reglas de 
imparcialidad, idoneidad, celeridad, igualdad, orali-
dad, publicidad y contradicción.

tribunal de arbitraje. El laudo puede ser en derecho, 
en equidad o técnico. En el arbitraje en derecho las 
partes comparecerán al proceso por medio de aboga-
do, salvo las excepciones legales.

En los tribunales en que intervenga una entidad 
pública o quien desempeñe funciones administra-
tivas, si las controversias han surgido por causa o 
con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecución, 
terminación y liquidación de contratos estatales, in-
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cluyendo las consecuencias económicas de los actos 
administrativos expedidos en ejercicio de facultades 
excepcionales, el laudo deberá proferirse en derecho.

Artículo 2°. Clases de arbitraje. El arbitraje será 
ad hoc, si es conducido directamente por los árbi-
tros, o institucional, si es administrado por un centro 
de arbitraje. A falta de acuerdo respecto de su natu-
raleza y cuando en el pacto arbitral las partes guar-
den silencio, el arbitraje será institucional. Cuando 
la controversia verse sobre contratos celebrados por 
una entidad pública, el proceso se regirá por las re-
glas señaladas en la presente ley para el arbitraje ins-
titucional.

Los procesos arbitrales son de mayor cuantía 
cuando versen sobre pretensiones patrimoniales su-
periores a cuatrocientos salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (400 smlmv) y de menor cuantía 
los demás, en estos últimos no se requiere actuar a 
través de abogado.

Cuando por razón de la cuantía o de la naturaleza 
del asunto no se requiera de abogado ante los jueces 
ordinarios, las partes podrán intervenir directamente 
en el arbitraje.

Artículo 3°. Pacto arbitral. El pacto arbitral es un 
acto jurídico por virtud del cual las partes someten 
o se obligan a someter a arbitraje controversias que 
hayan surgido o puedan surgir entre ellas.

El pacto arbitral implica la renuncia de las par-
tes a hacer valer sus pretensiones ante los jueces. El 
pacto arbitral puede consistir en un compromiso o en 
una cláusula compromisoria.

En el pacto arbitral las partes indicarán la natura-
leza del laudo. Si nada se estipula al respecto, este se 
proferirá en derecho.

Parágrafo 1°. No se requiere aceptación escrita 
para adherirse al pacto arbitral ya formado.

Parágrafo 2°. Se considera incorporado al acuer-
do entre las partes el pacto arbitral que conste en un 
documento separado, siempre y cuando las partes se 
hayan remitido a aquel en los términos de este ar-
tículo.

Parágrafo 3°. Si en el término de traslado de la 
demanda, o de su contestación, o de las excepciones 

-
tral y la otra no la niega expresamente, ante los jue-
ces o el tribunal de arbitraje, se entiende válidamente 
probada la existencia de pacto arbitral.

Artículo 4°. Cláusula compromisoria. La cláusu-
la compromisoria, podrá formar parte de un contrato 
o constar en documento separado inequívocamente 
referido a él.

La cláusula compromisoria que se pacte en docu-
mentos separado del contrato para producir efectos 
jurídicos deberá expresar el nombre de las partes e 

Artículo 5°. Autonomía de la cláusula compro-
misoria. 
contrato no afecta la cláusula compromisoria. En 
consecuencia, podrán someterse a arbitraje las con-

o validez del contrato y la decisión del Tribunal será 
-

caz o inválido.

La cesión de un contrato que contenga pacto ar-
bitral, comporta la cesión de la cláusula compromi-
soria.

Artículo 6°. Compromiso. El compromiso podrá 
constar en cualquier documento, que contenga:

1. Los nombres de las partes y su domicilio.
2. La indicación de las controversias que se some-

ten al arbitraje.
3. Los nombres de los árbitros o la forma de de-

signarlos.
4. La indicación del proceso en curso, cuando a 

ello hubiere lugar. En este caso las partes podrán am-
pliar o restringir las pretensiones aducidas en aquel.

Artículo 7°. Árbitros. Las partes determinarán 
conjuntamente el número de árbitros, que siempre 
será impar. Si nada se dice al respecto, los árbitros 
serán tres (3), salvo en los procesos de menor cuan-
tía, caso en el cual el árbitro será único.

El árbitro debe ser colombiano y ciudadano en 
ejercicio; no haber sido condenado por sentencia 
judicial a pena privativa de la libertad, excepto por 
delitos políticos o culposos, ni estar inhabilitado para 
ejercer cargos públicos o haber sido sancionado con 
destitución.

Los árbitros en derecho deberán cumplir, como 
mínimo, los mismos requisitos exigidos para ser ma-
gistrado de Tribunal Superior de Distrito Judicial, sin 
perjuicio de las calidades exigidas por las partes y 
los reglamentos de los centros de arbitraje.

Artículo 8°. Designación de los árbitros. Las 
partes nombrarán conjuntamente los árbitros, o de-
legarán tal labor en centro de arbitraje o un tercero, 
total o parcialmente. La designación a cargo de los 
centros de arbitraje se realizará siempre mediante 
sorteo, dentro de la especialidad jurídica relativa a 
la respectiva controversia y asegurando una distribu-
ción equitativa entre los árbitros de la lista.

Ningún árbitro o secretario podrá desempeñarse 
simultáneamente como tal, en más de ocho (8) tri-
bunales de arbitraje. Si se trata de asuntos en que 
intervenga como parte una entidad pública o quien 
ejerza funciones públicas el anterior límite será de 

-
tivos a estas.

En los arbitrajes derivados de una controversia 
de un contrato celebrado por una entidad pública, el 
proceso de selección de los árbitros y secretarios se 
realizará siempre mediante el sistema de sorteo que 
se deberá surtir ante el centro de arbitraje donde se 
conduzca el trámite, dentro de sus listas de árbitros 
con experiencia acreditada en materia de derecho ad-
ministrativo.

Artículo 9°. Secretarios. Los árbitros designarán 
un secretario quien deberá ser abogado y no podrá 
ser cónyuge o compañero permanente, ni tener re-
lación contractual, de subordinación o dependencia, 
de parentesco de consanguinidad hasta cuarto grado, 

ninguno de los árbitros. El secretario deberá ser es-
cogido de la lista del centro en la que se adelante el 
procedimiento arbitral.

Artículo 10. Término. Si en el pacto arbitral no se 
señalare término para la duración del proceso, este 
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-
zación de la primera audiencia de trámite.

Dicho término podrá prorrogarse una o varias ve-
ces, sin que el total de las prórrogas exceda de seis 
(6) meses, a solicitud de las partes o de sus apodera-
dos con facultad expresa para ello.

Al comenzar cada audiencia el secretario infor-
mará el término transcurrido del proceso.

Artículo 11. Suspensión. El proceso se suspen-
derá por solicitud de ambas partes con la limitación 
temporal prevista en esta ley y además desde el mo-
mento en que un árbitro se declare impedido o sea 
recusado, y se reanudará cuando se resuelva al res-
pecto.

Igualmente, se suspenderá por inhabilidad, renun-
cia o muerte de alguno de los árbitros, hasta que se 
provea a su remplazo.

Al término del proceso se adicionarán los días de 
suspensión, así como los de interrupción por causas 
legales. En todo caso, las partes o sus apoderados 
no podrán solicitar la suspensión del proceso por un 
tiempo que, sumado, exceda de ciento veinte (120) 
días.

No habrá suspensión por prejudicialidad.
CAPÍTULO II

Trámite
Artículo 12. Iniciación del proceso arbitral. El 

proceso arbitral comenzará con la presentación de la 
demanda, que deberá reunir todos los requisitos exi-
gidos por el Código de Procedimiento Civil, acom-
pañada del pacto arbitral, dirigida al centro de arbi-
traje acordado por las partes. En su defecto, a uno 
del lugar del domicilio de la demandada, y si esta 
fuere plural, en el de cualquiera de sus integrantes. 
El centro de arbitraje que no fuere competente, re-

competencia que se susciten entre Centros de Arbi-
traje serán resueltos por el Ministerio de Justicia y 
del Derecho.

Si no hubiere centro de arbitraje en el domicilio 
acordado o en el del domicilio del demandado, la so-
licitud de convocatoria se presentará en el centro de 
arbitraje más cercano.

Tratándose de procesos en los que es demandada 
una entidad pública, el centro de arbitraje correspon-
diente deberá remitir comunicación a la Agencia Na-
cional de Defensa Jurídica del Estado, informando 
de la presentación de la demanda. La remisión de la 

-
sito indispensable para la continuación del proceso 
arbitral.

Artículo 13. Amparo de pobreza. El amparo de 
pobreza se concederá, total o parcialmente, en los 
términos del Código de Procedimiento Civil. Si hu-
biere lugar a la designación del apoderado, esta se 
hará a la suerte entre los abogados incluidos en la lis-
ta de árbitros del respectivo centro de arbitraje, salvo 
que el interesado lo designe.

El amparado quedará exonerado del pago de los 
honorarios y gastos del Tribunal Arbitral, sin perjui-
cio de lo que resuelva el laudo sobre costas.

Artículo 14. Integración del tribunal arbi-
tral. Para la integración del tribunal se procederá así:

1. Si las partes han designado los árbitros, pero 
no consta su aceptación, el director del centro de 
arbitraje los citará por el medio que considere más 

-
mino de cinco (5) días. El silencio se entenderá como 
declinación.

2. Si las partes no han designado los árbitros de-
biendo hacerlo, o delegaron la designación, el direc-
tor del centro de arbitraje requerirá por el medio que 

-
gado, según el caso, para que en el término de cinco 
(5) días hagan la designación.

3. Si las partes delegaron al centro de arbitraje la 
designación de todos o alguno o varios de los árbi-
tros, aquella se hará por sorteo dentro de los cinco (5) 
días siguientes a la solicitud de cualquiera de ellas.

4. En defecto de la designación por las partes o 
por el delegado, el juez civil del circuito, a solicitud 
de cualquiera de las partes, designará de plano, por 
sorteo, principales y suplentes, de la lista de árbitros 
del centro en donde se haya radicado la demanda, al 
cual informará de su actuación.

5. De la misma forma se procederá siempre que 
sea necesario designar un reemplazo.

6. Las partes, de común acuerdo, podrán reempla-
zar, total o parcialmente, a los árbitros con anteriori-
dad a la instalación del tribunal.

Artículo 15. Deber de información. La persona 
a quien se comunique su nombramiento como árbi-
tro o como secretario deberá informar, al aceptar, si 
coincide o ha coincidido con alguna de las partes o 
sus apoderados en otros procesos arbitrales o judicia-
les, trámites administrativos o cualquier otro asunto 
profesional en los que él intervenga o haya interve-
nido como árbitro, apoderado, consultor, asesor, se-
cretario o auxiliar de la justicia en el curso de los dos 
(2) últimos años.

Si dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo 
de la comunicación de aceptación, alguna de las par-

-
ca de la imparcialidad o independencia del árbitro 
y su deseo de relevar al árbitro con fundamento en 
la información suministrada por éste, se procederá 
a su reemplazo en la forma prevista para tal efec-
to, siempre y cuando los demás árbitros consideren 

acepte expresamente ser relevado. Cuando se tratare 
de árbitro único o de la mayoría o de todos, decidirá 
el juez civil del circuito del lugar en donde funcione 
el tribunal de arbitraje. Cuando se trate de secretario, 
decidirán los árbitros.

Si durante el curso del proceso se llegare a es-
tablecer que el árbitro o el secretario ocultaron in-
formación que debieron suministrar al momento de 
aceptar el nombramiento, por ese solo hecho queda-
rán impedidos, y así deberán declararlo, so pena de 
ser recusados.

En todo caso, a lo largo del proceso, los árbi-
tros y los secretarios deberán revelar sin demora 
cualquiera circunstancia sobrevenida, que pudiere 
generar en las partes dudas sobre su imparcialidad 
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e independencia. Si cualquiera de estas considera 
que tal circunstancia afecta la imparcialidad o inde-
pendencia del árbitro, los demás árbitros decidirán 
sobre su separación o continuidad, y si no hubiere 
acuerdo entre aquellos, o se tratare de árbitro único 
o de la mayoría o de todos, decidirá el juez civil del 
circuito del lugar en donde funcione el tribunal de 
arbitraje.

Artículo 16. Impedimentos y recusaciones. Los 
árbitros y los secretarios están impedidos y son re-
cusables por las mismas causales previstas para los 
jueces en el Código de Procedimiento Civil, por las 

señalados en el Código Disciplinario Único, y por el 
incumplimiento del deber de información indicado 
en el artículo anterior.

En los arbitrajes en que sea parte el Estado o al-
guna de sus Entidades, además de lo previsto en el 
inciso anterior, se aplicarán las causales de impedi-
mento y recusación previstas en el Código de Proce-
dimiento Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo.

Los árbitros nombrados por el juez o por un ter-
cero, serán recusables dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la comunicación de su aceptación a las 
partes.

Los árbitros nombrados por acuerdo de las partes 
no podrán ser recusados sino por motivos sobreveni-
dos con posterioridad a su designación, y dentro de 
los cinco (5) días siguientes a aquel en que la parte 
tuvo conocimiento de los hechos.

Artículo 17. Trámite de los impedimentos y las re-
cusaciones. El árbitro que se declare impedido cesa-
rá inmediatamente en sus funciones y lo comunicará 
a quien o quienes lo designaron, para que procedan 
a reemplazarlo.

El árbitro o árbitros que fueren recusados se 
pronunciarán dentro de los cinco (5) días siguien-
tes. Si el recusado o recusados aceptan la recusa-
ción o guardan silencio, cesarán inmediatamente 
en sus funciones, hecho que se comunicará a quien 
hizo la designación para que proceda a su reempla-
zo. Si el árbitro rechaza la recusación, los demás 
árbitros decidirán de plano. Si fueren recusados 
todos los árbitros o varios, o se tratare de árbi-
tro único, decidirá en la misma forma el juez civil 
del circuito del lugar donde funcione el tribunal 
de arbitraje, para lo cual se remitirá la actuación 
que deberá ser sometida a reparto en el término de 
cinco (5) días.

La providencia que decide la recusación no será 
susceptible de ningún recurso.

Artículo 18. Impedimentos y recusaciones de 
magistrados. Los magistrados que conozcan de los 
recursos extraordinarios de anulación o revisión, es-
tarán impedidos y serán recusables conforme a las 
reglas generales del Código de Procedimiento Civil 

-
guna causal frente a quienes hubieran intervenido 
como árbitros, secretario o auxiliares de la justicia 
en el proceso arbitral.

Artículo 19. Control disciplinario. En los térmi-
nos de la ley estatutaria de la administración de justi-
cia, el control disciplinario de los árbitros, los secre-

tarios y los auxiliares de los tribunales arbitrales, se 
regirá por las normas disciplinarias de los servidores 
judiciales y auxiliares de la justicia.

Artículo 20. Instalación del tribunal. Aceptada 
su designación por todos los árbitros y, en su caso, 
cumplidos los trámites de recusación y reemplazo, el 
Tribunal Arbitral procederá a su instalación, en au-

y hora.
Si alguno de los árbitros no concurriere, podrá 

de los tres (3) días siguientes. Si no presentare dicha 
excusa o, si presentada, no concurriere en la nueva 
fecha, se procederá a su reemplazo en la forma pre-
vista en la presente ley.

En la audiencia de instalación el centro de arbitra-
je entregará a los árbitros el expediente.

El Tribunal elegirá un presidente y designará un 
secretario, quien deberá manifestar por escrito su 
aceptación dentro de los cinco (5) días siguientes, y 
será posesionado una vez agotado el trámite de infor-
mación o de reemplazo.

Sin perjuicio de lo que luego haya de decidir el 
Tribunal sobre su propia competencia en la prime-
ra audiencia de trámite, la admisión, la inadmisión 
y el rechazo de la demanda se surtirán conforme a 
lo previsto en el Código de Procedimiento Civil. El 
Tribunal rechazará de plano la demanda por ausencia 

un término de veinte (20) días hábiles para presentar 
la demanda ante el juez competente para conservar 
los efectos derivados de la presentación de la deman-
da ante el Centro de Arbitraje.

El poder para representar a una cualquiera de las 
partes en la audiencia de instalación incluye además 
de las facultades legales que se le otorgan, la facul-

adopte el Tribunal en la misma, sin que se pueda pac-
tar lo contrario.

Artículo 21. Traslado y contestación de la deman-
da. De la demanda se correrá traslado por el término 
de veinte (20) días. Vencido este, se correrá traslado 
al demandante por el término de cinco (5) días, den-
tro de los cuales podrá solicitar pruebas adicionales 
relacionadas con los hechos en que se funden las ex-
cepciones de mérito.

Es procedente la demanda de reconvención pero 
no las excepciones previas ni los incidentes. Salvo 
norma en contrario, lo árbitros decidirán de plano 
toda cuestión que se suscite en el proceso.

Parágrafo. La no interposición de la excepción de 
compromiso o cláusula compromisoria ante el juez 
implica la renuncia al pacto arbitral.

Artículo 22. Reforma de la demanda.
el demandado del auto admisorio de la demanda, 
esta podrá reformarse por una sola vez antes de la 
iniciación de la audiencia de conciliación prevista en 
esta ley.

Artículo 23. Utilización de medios electróni-
cos. En el proceso arbitral podrán utilizarse medios 
electrónicos en todas las actuaciones y, en particular, 
para llevar a cabo todas las comunicaciones, tanto 
del tribunal con las partes como con terceros, para la 
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memoriales y la realización de audiencias, así como 
para la guarda de la versión de las mismas y su pos-
terior consulta.

-
cos se considerará recibida el día en que se envió, 

-
sorio de la demanda, caso en el cual se considerará 
hecha el día que se reciba en la dirección electrónica 
del destinatario.

Las partes y demás intervinientes podrán partici-
par en las audiencias a través de videoconferencia, 
teleconferencia o por cualquier otro medio técnico, 
bajo la dirección del tribunal arbitral.

La formación y guarda del expediente podrá lle-
varse íntegramente a través de medios electrónicos o 
magnéticos.

Los centros de arbitraje prestarán la debida co-

pondrán a disposición de sus usuarios recursos tec-

Artículo 24. Audiencia de conciliación. Vencido 
el término de traslado de las excepciones de mérito 
propuestas contra la demanda inicial o la de recon-
vención, o contestadas sin que se hubieren propuesto 
excepciones, o vencido sin contestación el término 
de traslado de la demanda, el tribunal señalará día 
y hora para celebrar audiencia de conciliación, a la 
que deberán concurrir tanto las partes como sus apo-
derados.

En la audiencia de conciliación el tribunal arbitral 
instará a las partes a que resuelvan sus diferencias 
mediante conciliación, para lo cual podrá proponer-
les fórmulas, sin que ello implique prejuzgamiento. 
Si las partes llegaren a una conciliación, el tribunal 
la aprobará mediante auto que hace tránsito a cosa 
juzgada y que, en caso de contener una obligación 
expresa, clara y exigible, prestará mérito ejecutivo, 
en esta misma acta se estipularán los honorarios del 
tribunal de arbitraje.

El Ministerio Público y la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado podrán intervenir acti-

partes concilien sus diferencias y expresar sus puntos 
de vista sobre las fórmulas que se propongan.

Artículo 25. Fijación de honorarios y gastos. Fra-
casada en todo o en parte la conciliación, en la misma 

mediante auto susceptible de recurso de reposición, 

tomará en cuenta la cuantía de las pretensiones de 
la demanda, determinada de conformidad con el Có-
digo de Procedimiento Civil. Si hubiere demanda 
de reconvención, tomará como base la de la cuantía 
mayor.

Cuando antes de que el Tribunal Arbitral se decla-
re competente el proceso termine por conciliación, 
a los árbitros les corresponderá un veinte por ciento 
(20%) de los honorarios totales del proceso arbitral. 
Si la conciliación es parcial, se reconocerá dicho por-
centaje en la proporción que corresponda teniendo 
en cuenta las pretensiones conciliadas, frente a las 
pretensiones totales formuladas en el proceso.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, al 
presentarse la demanda arbitral deberá entregarse al 
Centro de Arbitraje y Conciliación como anticipo 
de los gastos y honorarios del proceso el veinte por 
ciento de los honorarios correspondientes calculados 
sobre la cuantía de las pretensiones de la demanda.

Lo anterior, sin perjuicio de que las partes, antes 
del nombramiento de los árbitros, acuerden los ho-
norarios y así se lo comuniquen junto con su desig-
nación.

Artículo 26. Límite de los honorarios y partida de 
gastos. Los árbitros tendrán como suma límite para 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (1.000 
smlmv). El Gobierno Nacional reglamentará las tari-
fas de honorarios y gastos.

En caso de árbitro único, los honorarios podrán in-
crementarse hasta en un cincuenta por ciento (50%).

Los honorarios del secretario no podrán exceder 
de la mitad de los de un árbitro.

Cuando no fuere posible determinar la cuantía de 
las pretensiones, los árbitros tendrán como suma lí-

de quinientos salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (500 smlmv).

Artículo 27. Oportunidad para la consigna-
ción. 
cada parte consignará dentro de los diez (10) días 
siguientes, lo que a ella corresponda. El depósito se 
hará a nombre del presidente del tribunal, quien abri-
rá para su manejo una cuenta especial en una entidad 
sujeta a la vigilancia de la Superintendencia Finan-
ciera. Dicha cuenta deberá contener la indicación del 
tribunal arbitral y en ella solo podrán administrarse 
los recursos de este.

Si una de las partes consigna lo que le correspon-
de y la otra no, aquella podrá hacerlo por esta dentro 
de los cinco (5) días siguientes. Si no se produjere 
el reembolso, la acreedora podrá demandar su pago 
por la vía ejecutiva ante la justicia ordinaria. Para tal 
efecto le bastará presentar la correspondiente certi-

alegar excepción diferente a la de pago.
De no mediar ejecución, las expensas pendientes 

de reembolso se tendrán en cuenta en el laudo para lo 
que hubiere lugar. A cargo de la parte incumplida, se 
causarán intereses de mora a la tasa más alta autori-
zada, desde el vencimiento del plazo para consignar 
y hasta el momento en que cancele la totalidad de las 
sumas debidas.

Vencidos los términos previstos para realizar las 
consignaciones, sin que estas se hubieren efectuado, 
el tribunal mediante auto declarará concluidas sus 
funciones y extinguidos los efectos del pacto arbitral 
para el caso.

Parágrafo. Cuando una parte se encuentre integra-
da por varios sujetos, no se podrá fraccionar el pago 
de los honorarios y gastos del tribunal y habrá soli-
daridad entre sus integrantes respecto de la totalidad 
del pago que a dicha parte corresponda.

Artículo 28. Distribución de honorarios. Una vez 
el tribunal se declare competente el presidente en-
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tregará a cada uno de los árbitros y al secretario la 
mitad de los honorarios, y al centro de arbitraje la 
totalidad de lo correspondiente a él; el resto quedará 
depositado en la cuenta destinada para el efecto. El 
Presidente distribuirá el saldo de honorarios una vez 
terminado el arbitraje por voluntad de las partes o por 
ejecutoria del laudo o de la providencia que decida 
sobre su aclaración, corrección o complementación.

Terminado el proceso o decidido el recurso de 

gastos y, con la correspondiente cuenta razonada, de-
volverá el saldo a las partes.

Artículo 29. Procesos sometidos a la justicia or-
dinaria o contencioso-administrativa. Si del asunto 
objeto de arbitraje estuviere conociendo la justicia 
ordinaria o la contencioso-administrativa, y siempre 
que no se haya proferido sentencia de única o prime-
ra instancia, el tribunal arbitral solicitará al respecti-
vo despacho judicial la remisión del expediente.

Si el arbitraje no concluyere con laudo, el pro-
ceso judicial continuará ante el juez que lo venía 
conociendo, para lo cual el presidente del tribunal 
devolverá el expediente. Las pruebas practicadas y 
las actuaciones surtidas en el trámite arbitral conser-
varán su validez.

Artículo 30. Primera audiencia de trámite. Una 
vez consignada la totalidad de los honorarios y gas-
tos, el tribunal arbitral celebrará la primera audiencia 
de trámite con la asistencia de todos sus miembros, 
en la cual resolverá sobre su propia competencia para 
decidir de fondo la controversia mediante auto que 
solo es susceptible de recurso de reposición. Si deci-
diere que no es competente para conocer de ninguna 
de las pretensiones de la demanda y la reconvención, 
se extinguirán los efectos del pacto arbitral para el 
caso concreto, y se devolverá a las partes, tanto la 
porción de gastos no utilizada, como los honorarios 
recibidos.

En caso de que el tribunal se declare competen-
te por mayoría de votos, el árbitro que haya salva-
do voto, cesará inmediatamente en sus funciones y 
será reemplazado en la forma prevista en esta ley. 
Nombrado el reemplazo, se reanudará y terminará la 
primera audiencia de trámite.

Por último, el tribunal resolverá sobre las pruebas 
-

cesarias.
Concluida la audiencia comenzará a contarse el 

término de duración del proceso.
Artículo 31. Audiencias y pruebas. El tribunal en 

pleno realizará las audiencias que considere necesa-
rias, con o sin participación de las partes. Las au-
diencias podrán realizarse por cualquier sistema que 
permita la comunicación de los participantes entre sí.

El tribunal y las partes tendrán respecto de las 
pruebas, las mismas facultades y deberes previstos 
en el Código de Procedimiento Civil y las normas 

-
cias que decreten pruebas no admiten recurso algu-
no; las que las nieguen son susceptibles de reposi-
ción. Cuando la prueba haya de practicarse en el ex-
terior, se aplicarán los tratados vigentes y aplicables 
en Colombia, y en subsidio las normas del Código de 
Procedimiento Civil, en lo pertinente.

En la audiencia de posesión del perito, el tribunal 
-

signar, a buena cuenta de los honorarios de aquel, 
tanto la parte que solicitó la prueba, como la que 
formuló preguntas adicionales, dentro del término 
que al efecto le señale el tribunal, so pena de que se 
entienda desistida la prueba respecto de la parte que 

-
tunidad los honorarios del perito e indicará qué parte 
o partes deberán cancelarlos y en qué proporción, y 
dispondrá el reembolso a que hubiere lugar.

El perito rendirá la experticia en el término que 
prudencialmente le señale el tribunal. Presentado el 
dictamen de él se correrá traslado a las partes por 
un término de hasta diez (10) días, dentro del cual 
aquellas podrán solicitar aclaraciones o complemen-
taciones, que si el tribunal estimare procedentes, ha-
brá de atender el perito en informe que será puesto 
en conocimiento de las partes por el mismo término.

El dictamen pericial no podrá ser objetado. Den-
tro del término de su traslado, o del de sus aclaracio-
nes o complementaciones, las partes podrán presen-
tar experticias para controvertirlo. Adicionalmente, 
el tribunal, si lo considera necesario, convocará a 
una audiencia a la que deberán concurrir obligatoria-
mente el perito y los demás expertos, que podrán ser 
interrogados por el tribunal y por las partes.

luego de concluida esta audiencia si a ella se hubiere 
convocado; en caso contrario, una vez surtido el tras-
lado del dictamen pericial, sus aclaraciones o com-
plementaciones.

Artículo 32. Medidas cautelares. A petición de 
cualquiera de las partes, el tribunal podrá ordenar 
las medidas cautelares que serían procedentes de 
tramitarse el proceso ante la justicia ordinaria o la 
contencioso administrativa, cuyos decreto, práctica y 
levantamiento se someterán a las normas del Código 
de Procedimiento Civil, el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
y a las disposiciones especiales pertinentes. El tri-
bunal podrá comisionar al juez civil municipal o del 
circuito del lugar en donde deba practicarse la medi-
da cautelar.

Así mismo, el tribunal podrá imponer a cualquie-

como medida cautelar, un deber de dar, hacer o no 
hacer, siempre que con ello se procure impedir la 
ocurrencia o la extensión de algún daño, o preservar 
elementos de prueba que pudieren ser relevantes y 

tribunal, en el auto en que decrete la medida caute-
lar, sustentará su razonabilidad, conveniencia y pro-
porcionalidad. Cuando estas medidas cautelares se 

caución.
Si el tribunal omitiere el levantamiento de las 

medidas cautelares, la medida caducará automática-
mente transcurridos tres (3) meses desde la ejecuto-

-
tivamente el recurso de anulación. El registrador o a 
quien le corresponda, a solicitud de parte, procederá 
a cancelarla.



GACETA DEL CONGRESO  393  Martes, 26 de junio de 2012 Página 7

Artículo 33. Audiencias de alegatos y de lau-
do. Concluida la instrucción del proceso, el Tribunal 
oirá en audiencia las alegaciones de las partes, por 
un espacio máximo de una hora cada cual, sin que 
interese el número de sus integrantes. En el curso de 
la audiencia, las partes podrán entregar sus alegacio-
nes por escrito. A continuación el Tribunal señalará 
día y hora para audiencia de laudo, en la que se dará 
lectura a la parte resolutiva de este.

Artículo 34. Inasistencia de los árbitros. El ár-
bitro que deje de asistir por dos (2) veces a las au-

cargo. Los árbitros restantes darán aviso a quien lo 
designó para que proceda a su reemplazo.

Artículo 35. Cesación de funciones del tribu-
nal. El tribunal cesará en sus funciones:

1. Cuando no se haga oportunamente la consig-
nación de gastos y honorarios prevista en la presente 
ley.

2. Por voluntad de las partes.
3. Cuando el litisconsorte necesario que no sus-

oportunamente al pacto arbitral.
-

ceso o el de su prórroga.
5. Por la ejecutoria del laudo o, en su caso, de 

la providencia que resuelva sobre la adición, correc-
ción o complementación.

6. Por la interposición del recurso de anulación, 
sin menoscabo de la competencia del tribunal arbi-
tral para la sustentación del recurso.

CAPÍTULO III
Integración del contradictorio e intervención  

de otras partes
Artículo 36. Integración del contradicto-

rio. Cuando por la naturaleza de la relación jurídi-
ca debatida en el proceso, el laudo haya de generar 
efectos de cosa juzgada para personas que no esti-
pularon el pacto arbitral, el tribunal ordenará la cita-

la providencia que así lo ordene, se llevará a cabo 
dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de 
su decreto.

Los citados manifestarán expresamente su de-
cisión de adherir al pacto arbitral dentro de los 
cinco (5) días siguientes. De no hacerlo el tribunal 
declarará extinguidos los efectos del compromiso 
o de la cláusula compromisoria para dicha contro-
versia. Igual pronunciamiento se hará cuando no 

a la cláusula compromisoria o al compromiso. En 
la misma providencia en la que se declaren extin-
guidos los efectos del pacto arbitral, los árbitros 
ordenarán el reintegro a las partes de la totalidad 
de los honorarios.

Si todos los citados adhieren al pacto arbitral, el 
-

da en los honorarios y gastos generales.
Cuando se trate de integración del contradictorio 

con quien haya suscrito el pacto arbitral, se ordena-

tendrá veinte (20) días para pronunciarse y contestar 
la demanda. Vencido este término el proceso conti-
nuará su trámite.

Artículo 37. Intervención de otras partes. La in-
tervención en el proceso arbitral del llamado en ga-
rantía, del denunciado en el pleito, del interviniente 
excluyente y demás partes, se someterá a lo previsto 
en las normas que regulan la materia en el Código de 

a su cargo por concepto de honorarios y gastos del 
tribunal, como también el destinatario de los mis-
mos, mediante providencia susceptible de recurso 
de reposición. La suma correspondiente deberá ser 
consignada dentro de los diez (10) días siguientes. Si 
la parte sobreviniente no consigna oportunamente el 
proceso continuará y se decidirá sin su intervención, 
salvo que la consignación la efectúe alguna otra parte 
interesada, aplicando en lo pertinente el artículo 27.

Parágrafo. Cuando se llame en garantía a una per-
sona que ha garantizado el cumplimiento de las obli-
gaciones derivadas de un contrato que contiene pacto 
arbitral, aquella quedará vinculada a los efectos del 
mismo.

CAPÍTULO IV
Laudo arbitral y recursos

Artículo 38. Adopción del laudo arbitral. El lau-

por todos los árbitros, incluso por quien hubiere sal-
vado el voto.

-
ta la validez del laudo.

El árbitro disidente expresará por escrito los mo-
tivos de su discrepancia, el mismo día en que se pro-

Artículo 39. Aclaración, corrección y adición del 
laudo. Dentro de los cinco (5) días siguientes a su 

solicitud de parte, formulada dentro del mismo tér-
mino.

Artículo 40. Recurso extraordinario de anula-
ción. Contra el laudo arbitral procede el recurso ex-
traordinario de anulación, que deberá interponerse 
debidamente sustentado, ante el tribunal arbitral, 
con indicación de las causales invocadas, dentro de 

de la providencia que resuelva sobre su aclaración, 
corrección o adición. Por secretaría del tribunal se 
correrá traslado a la otra parte por quince (15) días 
sin necesidad de auto que lo ordene. Vencido aquel, 
dentro de los cinco (5) días siguientes, el secretario 
del tribunal enviará los escritos presentados junto 
con el expediente a la autoridad judicial competente 
para conocer del recurso.

Artículo 41. Causales del recurso de anula-
ción. Son causales del recurso de anulación:

1. La inexistencia, invalidez o inoponibilidad del 
pacto arbitral.

2. La falta de jurisdicción o de competencia.
3. No haberse constituido el tribunal en forma  

legal.
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4. Estar el recurrente en alguno de los casos de 
-

plazamiento, siempre que no se hubiere saneado la 
nulidad.

5. Haberse negado el decreto de una prueba pe-
dida oportunamente o haberse dejado de practicar 
una prueba decretada, sin fundamento legal para 
ello, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión 
oportunamente mediante el recurso de reposición y 
aquella pudiera tener incidencia en la decisión.

6. Haberse proferido el laudo o la decisión sobre 
su aclaración, adición o corrección después del ven-

7. Haberse fallado en conciencia o equidad, de-
biendo ser en derecho, siempre que esta circunstan-

8. Contener el laudo disposiciones contradicto-
rias, errores aritméticos o errores por omisión o cam-
bio de palabras o alteración de estas, siempre que 

en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante 
el tribunal arbitral.

9. Haber recaído el laudo sobre aspectos no suje-
tos a la decisión de los árbitros, haber concedido más 
de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones 
sujetas al arbitramento.

Las causales 1, 2 y 3 sólo podrán invocarse si el 
recurrente hizo valer los motivos constitutivos de 
ellas mediante recurso de reposición contra el auto 
de asunción de competencia.

Artículo 42. Trámite del recurso de anulación. La 
autoridad judicial competente rechazará de plano el 
recurso de anulación cuando su interposición fuere 
extemporánea, no se hubiere sustentando o las cau-
sales invocadas no correspondan a ninguna de las 
señaladas en esta ley.

Admitido el recurso, el expediente pasará al des-
pacho para sentencia, que deberá proferirse dentro 
de los tres (3) meses siguientes. En ella se liquidarán 
las condenas y costas a que hubiere lugar.

La interposición y el trámite del recurso extraor-
dinario de anulación no suspenden el cumplimiento 
de lo resuelto en el laudo, salvo cuando la entidad 
pública condenada solicite la suspensión.

Artículo 43. Efectos de la sentencia de anula-
ción. Cuando prospere cualquiera de las causales 
señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 41, se 
declarará la nulidad del laudo. En los demás casos 
este se corregirá o adicionará.

Cuando se anule el laudo por las causales 1 o 2, el 
expediente se remitirá al juez que corresponda para 
que continúe el proceso a partir del decreto de prue-
bas. La prueba practicada dentro del proceso arbitral 

quienes tuvieron la oportunidad de controvertirla.
Cuando se anule el laudo por las causales 3 a 7, 

el interesado podrá convocar un tribunal arbitral, en 
el que conservarán validez las pruebas debidamente 
practicadas, y en lo posible las actuaciones que no 
hubieren resultado afectadas por la anulación.

La sentencia que anule el laudo total o parcial-
mente cumplido, ordenará las restituciones a que hu-
biere lugar.

De la ejecución del laudo conocerá la justicia or-
dinaria o la contencioso administrativa, según el caso.

Si el recurso no prospera se condenará en costas 
al recurrente, salvo que dicho recurso haya sido pre-
sentado por el Ministerio Público.

Artículo 44. Prescripción y caducidad. Se consi-
derará interrumpida la prescripción y no operará la 
caducidad, cuando se anule el laudo por cualquiera 
de las causales 3 a 7, siempre que la parte interesa-
da presente la solicitud de convocatoria de tribunal 
arbitral dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia.

Artículo 45. Recurso de revisión. Tanto el laudo 
como la sentencia que resuelva sobre su anulación 
son susceptibles del recurso extraordinario de revi-
sión por las causales y mediante el trámite señalado 
en el Código de Procedimiento Civil. Sin embargo, 
quien tuvo oportunidad de interponer el recurso de 
anulación no podrá alegar indebida representación o 

revisión la autoridad judicial dictará la sentencia que 
en derecho corresponda.

Artículo 46. Competencia. Para conocer del re-
curso extraordinario de anulación así como del de 
revisión en procesos arbitrales entre particulares, 
será competente la Sala Civil de la Corte Suprema 
de Justicia, y en aquellos donde haya sido parte una 
entidad pública, o un particular, con ocasión de su 
ejercicio de funciones públicas, será competente la 
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Consejo de Estado.

Artículo 47. Registro y archivo. El laudo ordenará 
su inscripción en el correspondiente registro, cuan-
do a ello hubiere lugar, y el archivo del expediente 
en el centro en el que se hubiese adelantado el pro-
ceso, respecto del cual este podrá expedir copias y 
autorizar desgloses. Transcurridos cinco (5) años el 
centro podrá disponer que el expediente se conserve 
por cualquier medio técnico que garantice su repro-
ducción.

Del mismo modo se procederá cuando el proceso 
termine por cualquiera otra causa.

CAPÍTULO V
Pérdida y reembolso de honorarios

Artículo 48. Pérdida y reembolso de honora-
rios. Los árbitros perderán la totalidad de los honora-
rios y quedarán obligados a reembolsar al presidente 
los ya recibidos, en los casos de renuncia, remoción 
por inasistencia, prosperidad de la recusación y falta 
a los deberes de información.

La muerte, inhabilidad o incapacidad del árbitro 
no genera obligación de reembolsar los honorarios 
recibidos.

perderá el derecho a recibir la segunda parte de los 
honorarios. Cuando el tribunal cese en sus funciones 

prórroga sin haber expedido el laudo, los árbitros y 
el secretario perderán el derecho a recibir la segunda 
mitad de sus honorarios.

Si el recurso de anulación prospera con funda-
mento en las causales 3 a 5 y 7 previstas en esta ley, 
los árbitros reembolsarán a las partes la segunda mi-
tad de los honorarios recibidos.
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CAPÍTULO VI
Ministerio Público

Artículo 49. Intervención del Ministerio Públi-
co. El Ministerio Público está facultado para actuar 
en los procesos arbitrales y en los trámites de amiga-
ble composición en los que intervenga una entidad 
pública o quien desempeñe funciones administrati-
vas, en defensa del orden jurídico, del patrimonio 
público y los derechos y garantías fundamentales. A 
dicho propósito el centro de arbitraje o los amigables 
componedores informarán a la Procuraduría General 
de la Nación, sobre la fecha en la que se realizará la 
instalación del respectivo tribunal de arbitraje o la 
diligencia de apertura, según corresponda.

Igual información deberá darse a la Agencia Na-
cional de Defensa Jurídica del Estado.

CAPÍTULO VII
Centros de Arbitraje

Artículo 50. Creación. Las entidades públicas 
y las personas jurídicas sin ánimo de lucro podrán 
crear centros de arbitraje con autorización del Minis-
terio de Justicia y del Derecho, previo cumplimiento 
de los siguientes requisitos:

1. Estudio de factibilidad desarrollado de acuerdo 
con la metodología que para el efecto determine el 
Ministerio.

-

Artículo 51. Reglamentos de los centros de arbi-
traje. Cada centro de arbitraje expedirá su reglamen-
to, sujeto a la aprobación del Ministerio del Interior 
y de Justicia, que deberá contener:

1. El procedimiento para la conformación de las 
listas de árbitros, amigables componedores y secre-
tarios, los requisitos que ellos deben reunir, las cau-
sas de su exclusión, los trámites de inscripción, y la 
forma de hacer su designación.

2. Las tarifas de honorarios de árbitros y secre-
tarios.

3. Las tarifas de gastos administrativos.
4. Los mecanismos de información al público en 

general relativa a los procesos arbitrales y las amiga-
bles composiciones.

Artículo 52. Control, inspección y vigilancia. El 
Ministerio de Justicia y del Derecho ejercerá el con-
trol, inspección y vigilancia de los centros de arbi-
traje.

CAPÍTULO VII
Arbitraje ad hoc

Artículo 53. Designación de árbitros en el arbi-
traje ad hoc. Las partes designarán el o los árbitros, 
según lo previsto en el pacto arbitral. Si formulada 
solicitud por una de las partes a la otra para la desig-
nación del o los árbitros, esta no colabora o guarda 
silencio, la peticionaria podrá acudir al juez civil del 
circuito competente, acompañando prueba sumaria 
de haber agotado el trámite anterior, para que este 
proceda al nombramiento del árbitro ad hoc, dentro 
de los cinco (5) días siguientes al recibo de la solici-
tud, mediante auto que no es susceptible de recurso 
alguno.

Artículo 54. Aceptación de los árbitros. Ambas 
partes o una de ellas, o el juez, según el caso, co-
municarán a los árbitros la designación por el medio 

término de cinco (5) días se pronuncien. Si alguno de 
los árbitros no acepta o guarda silencio, se procederá 
a su reemplazo por quien lo hubiese designado.

Artículo 55. Deber de información e impedimen-
tos y recusaciones. Las reglas sobre el deber de in-
formación, impedimentos y recusaciones, previstas 
para el arbitraje institucional son aplicables a los ár-
bitros y secretarios de tribunales ad hoc.

Artículo 56. Instalación del tribunal. Los árbi-
tros, una vez aceptado su nombramiento, convocarán 
a la audiencia de instalación del tribunal, en la que 
designarán presidente y señalarán el lugar en el que 
deberá presentarse la demanda, dentro de los quince 
(15) días siguientes. De no presentarse la demanda 
oportunamente, se extinguirá el pacto arbitral, y las 
partes quedarán en libertad de acudir a la justicia or-
dinaria.

El lugar indicado para presentar y contestar la 
demanda, será también el de funcionamiento del tri-
bunal, a menos que posteriormente las partes dispon-
gan lo contrario.

Salvo que lo decidan los árbitros, en el tribunal ad 
hoc no será necesario designar secretario.

Artículo 57. Trámite -
ción, traslado, contestación, oportunidad para pedir 

-
tos, recursos y en general al trámite del proceso del 
arbitraje ad hoc, le serán aplicables las reglas previs-
tas en esta ley para el arbitraje institucional.

CAPÍTULO VIII
Reglas de procedimiento

Artículo 58. Reglas de procedimiento. En los ar-
bitrajes, en que no sea parte el Estado o alguna de sus 
Entidades, los particulares podrán acordar las reglas 
de procedimiento a seguir, directamente o por refe-
rencia a las de un Centro de Arbitraje, respetando, 
en todo caso los principios Constitucionales que in-
tegran el debido proceso y lo dispuesto por las leyes 
que regulen los procedimientos arbitrales.

SECCIÓN SEGUNDA
AMIGABLE COMPOSICIÓN

Artículo 59. De nición. La amigable composición 
-

tos, por medio del cual, dos o más particulares, un 
particular y una o más entidades públicas, o varias 
entidades públicas, o quien desempeñe funciones pú-
blicas, delegan en un tercero, denominado amigable 

-
lante para las partes, una controversia contractual de 
libre disposición.

El amigable componedor podrá ser singular o 
plural.

El amigable componedor solucionará en derecho 
aquellos asuntos donde sea parte una entidad pública 
o quien desempeñe funciones administrativas, y en 
derecho o en equidad en donde participen exclusiva-
mente otro tipo de sujetos.
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Aceptado el nombramiento, el amigable compo-
nedor convocará a una audiencia de apertura, en la 

-
turaleza de la disputa, duración del trámite, instará a 
las partes para que presenten los elementos de juicio 

favor, que deberán ser consignados por partes igua-
les en el término que se señale.

Si alguna de las partes no consigna oportunamen-
te, lo hará por ella la otra, en un término que no ex-
ceda de cinco (5) días siguientes al vencimiento del 
término inicial. No obstante, tratándose de entidades 
públicas o de quien desempeñe funciones adminis-
trativas, si ésta no consignare se entenderá extingui-
do el pacto de amigable composición.

Consignados los honorarios, el amigable compo-
nedor señalará las oportunidades en las que adelanta-
rá entrevistas con partes y terceros, examinará docu-
mentos y adelantará gestiones para formar su propio 
juicio. Concluida esta etapa, el amigable compo-
nedor invitará a las partes a exponer las razones de 
esgriman a favor de sus respectivas causas, para lo 
cual señalará fecha y hora, indicando el término con 
que cuentan para intervenir. Cuando sea parte una 
entidad pública o quien desempeñe funciones admi-
nistrativas, el Ministerio Público y la Agencia Na-
cional de Defensa Jurídica del Estado podrán emitir 
concepto en el mismo término y oportunidad, si lo 
consideran conveniente.

-
tractual a la cual deberán someterse las partes y la 

-
-

dor no es susceptible de ningún recurso.
La decisión del amigable componedor en la que 

sin efectos el pacto de amigable composición y cual-
quiera de las partes podrá iniciar las acciones que 
correspondan ante la respectiva jurisdicción.

La amigable composición podrá acordarse me-
diante cláusula contractual o contrato independiente.

Artículo 60. Efectos. El amigable componedor 
obrará como mandatario de las partes y, en su deci-
sión, podrá precisar el alcance o forma de cumpli-
miento de las obligaciones derivadas de un negocio 
jurídico, determinar la existencia o no de un incum-

responsabilidad suscitados entre las partes, entre 
otras determinaciones.

La decisión del amigable componedor producirá 
los efectos legales propios de la transacción.

Salvo convención en contrario, la decisión del 
amigable componedor estará fundamentada en la 
equidad, sin perjuicio de que el amigable compone-
dor haga uso de reglas de derecho, si así lo estima 
conveniente.

Artículo 61. Designación y procedimiento. Salvo 
convención en contrario, el amigable componedor 
no tendrá que ser abogado.

Las partes podrán determinar libremente el núme-
ro de amigables componedores. A falta de tal acuer-
do, el amigable componedor será único.

Las partes podrán nombrar al amigable compo-
nedor directamente o delegar en un tercero su desig-
nación. El tercero delegado por las partes para nom-
brar al amigable componedor puede ser una persona 
natural o jurídica. A falta de acuerdo previo entre 
las partes, se entenderá que se ha delegado la desig-
nación a un centro de arbitraje del domicilio de la 
parte convocada escogido a prevención por la parte 
convocante.

El procedimiento de la amigable composición 

referencia a un reglamento de amigable composición 
de un centro de arbitraje, siempre que se respeten los 
derechos de las partes a la igualdad y a la contradic-
ción de argumentos y pruebas.

A falta de acuerdo entre las partes, se entenderán 
acordadas las reglas de procedimiento del centro de 
arbitraje del domicilio de la parte convocada, escogi-
do a prevención por la parte convocante.

De no existir un centro de arbitraje en el domici-
lio de la parte convocada, la parte convocante podrá 
escoger cualquier centro de arbitraje del país para la 
designación y el procedimiento a seguir a falta de 
acuerdo expreso.

SECCIÓN TERCERA
ARBITRAJE INTERNACIONAL

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 62. Ámbito de aplicación. Las normas 
contenidas en la presente sección se aplicarán al ar-
bitraje internacional, sin perjuicio de cualquier trata-
do multilateral o bilateral vigente en Colombia.

Las disposiciones de la presente sección, con ex-
cepción de los artículos 70, 71, 88, 89, 90 y 111 a 116 
se aplicarán únicamente si la sede del arbitraje se en-
cuentra en territorio colombiano.

La presente sección no afectará ninguna otra ley 
colombiana en virtud de la cual determinadas contro-
versias no sean susceptibles de arbitraje o se puedan 
someter a arbitraje únicamente de conformidad con 
disposiciones que no sean las de la presente ley.

Se entiende que el arbitraje es internacional cuan-
do:

a) Las partes en un acuerdo de arbitraje tengan, al 
momento de la celebración de ese acuerdo, sus do-
micilios en estados diferentes; o

b) El lugar del cumplimiento de una parte sustan-
cial de las obligaciones o el lugar con el cual el ob-
jeto del litigio tenga una relación más estrecha, está 
situado fuera del Estado en el cual las partes tienen 
sus domicilios; o

c) La controversia sometida a decisión arbitral 
afecte los intereses del comercio internacional.

Para los efectos de este artículo:
1. Si alguna de las partes tiene más de un domici-

lio, el domicilio será el que guarde una relación más 
estrecha con el acuerdo de arbitraje;

2. Si una parte no tiene ningún domicilio, se to-
mará en cuenta su residencia habitual.

Ningún Estado, ni empresa propiedad de un Es-
tado, ni organización controlada por un Estado, que 
sea parte de un acuerdo de arbitraje, podrá invocar su 
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propio derecho para impugnar su capacidad para ser 
parte en un arbitraje o la arbitrabilidad de una con-
troversia comprendida en un acuerdo de arbitraje.

Artículo 63. De niciones. Para los efectos regula-
dos en la presente sección:

1. Arbitraje -
dependencia de que sea o no una institución arbitral 
permanente la que haya de administrarlo;

2. Tribunal Arbitral: -
tro como una pluralidad de árbitros;

3. Autoridad Judicial: -
dicial en particular que debe conocer determinados 
asuntos en los términos de la presente ley.

Artículo 64. Carácter internacional y reglas de in-
terpretación. En la interpretación del arbitraje interna-
cional, habrán de tenerse en cuenta su carácter inter-
nacional y la necesidad de promover la uniformidad 
de su aplicación y la observancia de la buena fe.

Las cuestiones reguladas en materia de arbitraje 
internacional que no estén expresamente resueltas en 
ella se resolverán de conformidad con los principios 
generales que la inspiran.

Cuando una disposición de la presente sección, 
excepto el artículo 101, deje a las partes la facultad 
de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 
entraña la de autorizar a un tercero, incluida una ins-
titución, para que adopte esa decisión.

Cuando una disposición de la presente sección, se 

o que puedan celebrar o cuando, en cualquier otra 

entenderán comprendidas en ese acuerdo todas las 
disposiciones del reglamento de arbitraje en él men-
cionado.

Cuando una disposición de la presente sección, 
excepto el numeral 1 del artículo 98 y el literal a) del 

se aplicará también a una reconvención, y cuando se 

contestación de esa reconvención.
Artículo 65. Recepción de comunicaciones escri-

tas. Salvo acuerdo en contrario de las partes:
-

derará recibida el día en que haya sido entregada 
personalmente al destinatario o en que haya sido 
entregada en la dirección señalada en el contrato o, 
en su defecto, en la dirección o residencia habitual 
o lugar de actividades principales de aquel. Si, tras 
una indagación razonable, no pudiere determinarse 
ninguno de esos lugares, se considerará recibida el 
día en que haya sido entregada, o intentada su entre-

deje constancia del intento de entrega en la última 
dirección o residencia habitual o lugar de actividades 
principales conocidos del destinatario.

b) La comunicación por medios electrónicos po-
drá dirigirse a una dirección que haya sido designada 
o autorizada para tal efecto.

-
cos se considerará recibida el día en que se envió, 

en cual se considerará hecha el día que se reciba en 
la dirección electrónica del destinatario.

Las disposiciones de este artículo no se aplican 
a las comunicaciones surtidas en un procedimiento 
ante una autoridad judicial.

Artículo 66. Renuncia al derecho a objetar. La 
parte que prosiga el arbitraje conociendo que no se 
ha cumplido alguna disposición de la presente sec-
ción de la que las partes puedan apartarse o algún 
requisito del acuerdo de arbitraje y no exprese su ob-
jeción a tal incumplimiento tan pronto sea posible o, 
si se prevé un plazo para hacerlo, dentro de este, no 
podrá formular objeción alguna posteriormente.

Artículo 67. Alcance de la intervención de la au-
toridad judicial. En los asuntos que se rijan por la 
presente sección, no podrá intervenir ninguna autori-
dad judicial, salvo en los casos y para los propósitos 
en que esta sección expresamente así lo disponga.

Artículo 68. Autoridad judicial competente. La 
autoridad judicial competente para ejercer las fun-

-
les 5 y 6; 76, numeral 2; 77, numeral 1; 88, incisos 
1° y 3°; 89; 90; 100; 111 y 116 será el juez civil del 
circuito. No obstante, cuando se trate de tribunales 
arbitrales en los que sea parte una entidad estatal co-
lombiana, lo será el juez administrativo.

y 113 serán de competencia de la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia. No obstante, 
cuando se trate de tribunales arbitrales con sede en 
Colombia en los que sea parte una entidad estatal co-
lombiana, será competente para conocer del recurso 
de anulación la Sala de lo Contencioso Administrati-
vo del Consejo de Estado.

Cuando se trate de anulación de laudos proferi-
dos por tribunales arbitrales con sede en Colombia 
en los que sea parte una entidad pública colombia-
na o quien ejerza funciones administrativas colom-
bianas, la competencia para conocer del recurso de 
anulación previsto en el artículo 108, corresponderá 
a la Sala Plena de la Sección tercera de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado.

En el evento de reconocimiento y ejecución de 
laudos proferidos por tribunales arbitrales con sede 
por fuera de Colombia en los que sea parte una en-
tidad pública colombiana o quien ejerza funciones 
administrativas colombianas, la competencia para 
conocer del reconocimiento y ejecución previstos en 
el artículo 113, corresponderá a la Sala Plena de la 
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo del Consejo de Estado.

CAPÍTULO II
Acuerdo de arbitraje

Artículo 69. De nición y forma del acuerdo de 
arbitraje. El acuerdo de arbitraje es aquel por el cual 
las partes deciden someter a arbitraje todas o algu-
nas controversias que hayan surgido o puedan surgir 
entre ellas respecto de una determinada relación jurí-
dica, contractual o no. El acuerdo de arbitraje podrá 
adoptar la forma de una cláusula compromisoria o la 
de un acuerdo independiente.

El acuerdo de arbitraje deberá constar por escrito:
a) Se entenderá que el acuerdo de arbitraje cons-

ta por escrito cuando quede constancia de su conte-
nido en cualquiera forma, ya sea que el acuerdo de 
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arbitraje o contrato se haya concertado verbalmente, 
o mediante la ejecución de ciertos actos o por cual-
quier otro medio.

b) El requisito de que un acuerdo de arbitraje 
conste por escrito se entenderá cumplido con una co-
municación electrónica si la información contenida 
en ella es accesible para su ulterior consulta. Por co-
municación electrónica se entenderá toda comunica-
ción que las partes hagan por medio de mensajes de 
datos. Por mensaje de datos se entenderá la informa-
ción generada, enviada, recibida o archivada por me-
dios electrónicos, magnéticos, ópticos o similares, 
entre otros, el intercambio electrónico de datos, el 
correo electrónico, el telegrama, el télex o el telefax.

c) Además, se entenderá que el acuerdo de arbi-
traje es escrito cuando esté contenido en un inter-
cambio de escritos de demanda y contestación en los 

parte sin ser negada por la otra.
d) La referencia hecha en un contrato a un do-

cumento que contenga una cláusula compromisoria 
constituye un acuerdo de arbitraje por escrito, siem-
pre que dicha referencia implique que esa cláusula 
forma parte del contrato.

Artículo 70. Acuerdo de arbitraje y demanda en 
cuanto al fondo ante una autoridad judicial. La au-
toridad judicial a la que se someta un litigio sobre 
un asunto que es objeto de un acuerdo de arbitraje 
remitirá a las partes al arbitraje si lo solicita cual-
quiera de ellas, a más tardar, en la oportunidad para 
la contestación de la demanda.

No obstante haberse entablado ante la autoridad 

podrán iniciar o proseguir la actuación arbitral y dic-
tar un laudo aunque la cuestión esté pendiente ante la 
autoridad judicial.

Artículo 71. Acuerdo de arbitraje y decreto de 
medidas cautelares por una autoridad judicial. 
Cualquiera de las partes, con anterioridad a las ac-
tuaciones arbitrales o durante el transcurso de las 
mismas, podrá solicitar de una autoridad judicial la 
adopción de medidas cautelares y esta podrá decre-
tarlas, sin que por ello se entienda que ha renunciado 
al acuerdo de arbitraje.

CAPÍTULO III
Composición del Tribunal Arbitral

Artículo 72. Número de árbitros. Las partes po-
drán determinar libremente el número de árbitros, 
que, en todo caso, será impar. A falta de tal acuerdo, 
los árbitros serán tres.

Artículo 73. Nombramiento de los árbitros. En 
el nombramiento de árbitros en el arbitraje interna-
cional:

1. La nacionalidad de una persona no será obstá-
culo para que actúe como árbitro.

2. Los árbitros podrán ser o no abogados, a elec-
ción de las partes.

3. Para representar a las partes ante el tribunal ar-
bitral no es necesaria la habilitación como abogado 
en el lugar de la sede del arbitraje, ni tener dicha na-
cionalidad.

4. Las partes podrán acordar libremente el pro-
cedimiento para la designación del árbitro o los ár-
bitros.

5. A falta de acuerdo:
a) En el arbitraje con árbitro único, si las partes no 

consiguen ponerse de acuerdo sobre la designación 
del árbitro dentro de los treinta (30) días contados 
a partir de la solicitud de una de ellas, la autoridad 
judicial procederá al nombramiento a instancia de 
cualquiera de las partes.

b) En el arbitraje con tres árbitros, cada parte 
nombrará un árbitro y los dos árbitros así designados 
nombrarán al tercero; si una parte no nombra al árbi-
tro dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo 
de requerimiento de la otra parte para que lo haga, o 
si los dos árbitros no consiguen ponerse de acuerdo 
sobre el tercero dentro de los treinta (30) días conta-
dos desde la comunicación de su nombramiento, la 
designación será hecha por la autoridad judicial, a 
petición de cualquiera de ellas.

6. Cuando en un trámite de nombramiento conve-
nido por las partes:

a) Una parte no actúe conforme a lo estipulado en 
dicho trámite; o

b) Las partes, o los árbitros, no puedan llegar a 
acuerdo conforme al mencionado trámite; o

c) Un tercero, incluida una institución, no cumpla 
la función correspondiente, cualquiera de las partes 
podrá solicitar a la autoridad judicial que nombre el 
árbitro o adopte la medida necesaria, a menos que 
en el acuerdo sobre el trámite de nombramiento se 
prevean otros medios para conseguirlo.

7. Al nombrar un árbitro, la autoridad judicial ten-
drá en cuenta las condiciones de este requeridas por 
las partes y tomará las medidas necesarias para ga-
rantizar el nombramiento de persona independiente 
e imparcial. En el caso de árbitro único o del tercer 
árbitro, apreciará la conveniencia de nombrar un ár-
bitro de nacionalidad distinta a la de las partes.

8. Ninguna decisión sobre las cuestiones enco-
mendadas en los numerales 5, 6 o 7 del presente ar-
tículo a la autoridad judicial tendrá recurso alguno.

Artículo 74. Arbitraje entre partes con varios 
sujetos o entre más de dos partes. Cuando haya de 
nombrarse tres árbitros y exista pluralidad de de-
mandantes o de demandados, los integrantes de cada 
parte actuarán conjuntamente, en su condición de de-
mandantes o demandados, para el nombramiento de 
su respectivo árbitro, a menos que hayan convenido 
valerse de otro método para el nombramiento de los 
árbitros.

De no ser posible la integración del tribunal de 
acuerdo con el inciso anterior, cualquiera de las par-
tes podrá solicitar a la autoridad judicial que nombre 
el árbitro o adopte la medida necesaria.

Artículo 75. Motivos de recusación. La persona a 
quien se comunique su posible nombramiento como 
árbitro deberá revelar todas las circunstancias que 

imparcialidad o independencia. El árbitro, desde el 
momento de su nombramiento y durante todas las 
actuaciones arbitrales, revelará oportunamente tales 
circunstancias a las partes.
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Un árbitro sólo podrá ser recusado si existen cir-
-

pecto de su imparcialidad o independencia, o si no 
posee las calidades convenidas por las partes.

Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombrado 
por ella, o en cuyo nombramiento haya participado, 
por causas de las que haya tenido conocimiento des-
pués de hecha la designación.

Artículo 76. Procedimiento de recusación. En el 
procedimiento de recusación del arbitraje interna-
cional:

1. Las partes podrán acordar libremente el pro-
cedimiento de recusación de árbitros o someterse al 
procedimiento contenido en un reglamento arbitral.

2. A falta de acuerdo o de reglamento arbitral apli-
cable, se seguirán las siguientes reglas:

a) La recusación debe formularse tan pronto sea 
conocida la causal que la motiva, con indicación de 
las razones en que se basa y aporte de los documen-
tos correspondientes.

b) El árbitro recusado, como la otra u otras partes, 
podrán manifestarse dentro de los diez (10) días si-

c) Si la otra la parte conviene en la recusación 
o el árbitro renuncia, se procederá al nombramiento 
del árbitro sustituto en la misma forma en que co-
rrespondía nombrar al árbitro recusado, salvo que se 
hubiera nombrado un árbitro suplente.

d) Si la otra parte no conviene en la recusación y 
el árbitro recusado niega la razón o no se pronuncia, 
se procederá de la siguiente manera:

i) Tratándose de árbitro único, la recusación será 
resuelta por la institución arbitral que lo hubiere 
nombrado o, a falta de ella, por la autoridad judicial.

ii) Tratándose de un tribunal arbitral conformado 
por más de un árbitro, los árbitros restantes decidirán 
por mayoría absoluta. En caso de empate, decidirá el 
presidente del tribunal arbitral, a menos que él sea 
el recusado, caso en el cual resolverá la institución 
arbitral que hubiere efectuado su nombramiento o, a 
falta de esta, la autoridad judicial.

iii) Si se recusa por la misma causa a más de un 
árbitro, resolverá la institución arbitral que hubiere 
participado en su nombramiento o ante la cual o bajo 
cuyas reglas se adelante el trámite arbitral, o a falta 
de esta la autoridad judicial.

3. Mientras se tramite la recusación el tribunal 
arbitral, incluyendo el árbitro recusado, podrá prose-
guir las actuaciones arbitrales y dictar un laudo.

4. La renuncia de un árbitro o la aceptación por 
la otra parte de su cese, no se considerarán como un 
reconocimiento de la procedencia de ninguno de los 
motivos de recusación invocados.

-
nitiva y contra ella no procederá recurso alguno. En 
caso de no prosperar la recusación formulada, la par-
te que la propuso solo podrá impugnar lo decidido 
mediante el recurso de anulación contra el laudo.

Artículo 77. Falta o imposibilidad de ejercicio de 
las funciones. A falta de acuerdo de las partes:

1. Cuando un árbitro se vea impedido de jure o 
de facto para el ejercicio de sus funciones o no las 

ejerza dentro de un plazo razonable por el motivo 
que sea, cesará en su cargo si renuncia o si las partes 
acuerdan su remoción. De lo contrario, si subsiste un 
desacuerdo respecto a alguno de esos motivos, cual-
quiera de las partes podrá solicitar de la autoridad 
judicial que declare la cesación del encargo, decisión 
que no tendrá recurso alguno.

2. La renuncia de un árbitro o el acuerdo de las 
partes para la cesación de sus funciones, no se consi-
derará como aceptación de la procedencia de alguno 
de los motivos mencionados en el presente artículo 
o, si fuere el caso, de los motivos mencionados en el 
inciso segundo del artículo 75.

Artículo 78. Nombramiento de árbitro sustituto. A 
falta de acuerdo de las partes, cuando un árbitro cese 
en su cargo en virtud de lo dispuesto en los artículos 
76 o 77, o en los casos de renuncia por cualquier otro 
motivo o de remoción por acuerdo de las partes o de 
expiración de su encargo por cualquier otra causa, el 
árbitro sustituto será designado siguiendo el procedi-
miento por el que se designó al árbitro que se ha de 
sustituir.

CAPÍTULO IV
Competencia del Tribunal Arbitral

Artículo 79. Facultad del tribunal arbitral para 
decidir acerca de su competencia. El tribunal arbitral 
es el único competente para decidir sobre su propia 
competencia, incluso sobre las excepciones u obje-
ciones al arbitraje relativas a la inexistencia, nulidad, 

arbitraje o por no estar pactado el arbitraje para re-
solver la materia controvertida o cualesquiera otras 
cuya estimación impida entrar en el fondo de la con-
troversia. Se encuentran comprendidas en este ámbi-
to las excepciones de prescripción, caducidad, cosa 
juzgada y cualquiera otra que tenga por objeto impe-
dir la continuación de la actuación arbitral.

El acuerdo de arbitraje que forme parte de un con-
trato se considerará como un acuerdo independiente 
de las demás estipulaciones del mismo. La inexis-

de un contrato que contenga un acuerdo de arbitraje, 
no implica necesariamente la inexistencia, nulidad, 

-
secuencia, el tribunal arbitral podrá decidir sobre la 
controversia sometida a su conocimiento, que podrá 
versar, incluso, sobre la inexistencia, nulidad, anula-

-
tiene el acuerdo de arbitraje.

Las excepciones u objeciones deberán proponerse 
a más tardar en el momento de presentar la contesta-
ción de la demanda, sin que el hecho de haber nom-
brado o participado en el nombramiento de los árbi-
tros impida oponerlas. La excepción u objeción ba-
sada en que el tribunal arbitral ha excedido el ámbito 
de su competencia deberá oponerse tan pronto como 
sea planteada durante las actuaciones arbitrales la 
materia que supuestamente exceda su competencia. 
El tribunal arbitral solo podrá admitir excepciones u 
objeciones planteadas con posterioridad si la demora 

El tribunal arbitral podrá decidir las excepciones 
de incompetencia o de que el tribunal arbitral ha ex-
cedido su competencia, como cuestión previa o en 
un laudo sobre el fondo.
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Si el tribunal arbitral desestima cualquiera de las 
citadas excepciones como cuestión previa, la deci-
sión correspondiente sólo podrá ser impugnada me-
diante recurso de anulación contra el laudo que pon-

Si el tribunal arbitral se declara incompetente o 
admite la excepción de haber excedido su mandato, 
cualquiera de las partes, dentro del mes siguiente al 

-
pugnarla mediante recurso de anulación en los térmi-
nos del artículo 109 y contra esta resolución no cabrá 
ningún recurso o acción.

Si el tribunal arbitral se declara incompetente o 
admite la excepción de haber excedido su mandato 
como cuestión previa, pero solo respecto de determi-
nadas materias, las actuaciones arbitrales continua-
rán respecto de las demás materias y la decisión que 
admitió la incompetencia o el exceso en el encargo 
sólo podrá ser impugnada mediante recurso de anu-
lación luego de emitirse el laudo por el que se resuel-

CAPÍTULO V
Medidas cautelares y órdenes preliminares
Artículo 80. Facultad del tribunal arbitral para 

decretar medidas cautelares. Salvo acuerdo en 
contrario de las partes, el tribunal arbitral podrá, a 
instancia de cualquiera de ellas, decretar medidas 
cautelares.

Por medida cautelar se entenderá toda medida 
temporal, decretada en forma o no de laudo, por 
la que, en cualquier momento previo a la emisión 

controversia, el tribunal arbitral ordene a una de las 
partes que:

a) Mantenga o restablezca el status quo en espera 
de que se dirima la controversia;

b) Adopte medidas para impedir algún daño pre-
sente o inminente, o el entorpecimiento del procedi-
miento arbitral, o que se abstenga de realizar actos 
que probablemente ocasionarían dicho daño o entor-
pecimiento al procedimiento arbitral;

c) Proporcione algún medio para preservar bienes 
cuya conservación permita ejecutar el o los laudos; o

d) Preserve elementos de prueba que pudieran ser 
pertinentes y relevantes para resolver la controversia.

Artículo 81. Condiciones para el decreto de me-
didas cautelares. El solicitante de alguna medida 
cautelar prevista en el inciso segundo del artículo 80 
deberá mostrar al tribunal arbitral la conducencia, 
pertinencia, razonabilidad y oportunidad de la me-
dida cautelar.

La determinación del tribunal arbitral al respecto 
de dicha posibilidad no implica prejuzgamiento en 
cuanto a cualquier determinación posterior que pue-
da adoptar.

Artículo 82. Petición de una orden preliminar y 
condiciones para su decreto. Salvo acuerdo en con-
trario, cualquiera de las partes, sin dar aviso a ningu-
na otra, podrá solicitar una medida cautelar y pedir 
una orden preliminar del tribunal arbitral por la que 

la medida cautelar solicitada.

El tribunal arbitral podrá emitir una orden preli-
-

via de la solicitud de una medida cautelar a la parte 
contra la cual esa medida vaya dirigida entrañaría el 
riesgo de que se frustre la medida solicitada.

Las condiciones establecidas en el artículo 81 se-
rán aplicables a toda orden preliminar, teniendo en 
cuenta las características y efectos de esta última.

Artículo 83. Régimen especí co de las órdenes 
preliminares. Las órdenes preliminares tendrán un 

1. Inmediatamente después de haberse pronun-
ciado sobre la procedencia de una petición de orden 

partes la solicitud presentada de una medida cau-
telar, la petición de una orden preliminar, la propia 
orden preliminar, en caso de haberse decretado, así 
como todas las comunicaciones al respecto, inclui-
da la constancia del contenido de toda comunicación 
verbal, entre cualquiera de las partes y el tribunal ar-
bitral en relación con ello.

2. Al mismo tiempo, el tribunal arbitral dará a la 
parte contra la que haya proferido la orden prelimi-
nar la oportunidad de hacer valer sus derechos a la 
mayor brevedad posible.

3. El tribunal arbitral se pronunciará sin tardanza 
sobre cualquiera objeción que se presente contra la 
orden preliminar.

4. Toda orden preliminar caducará a los treinta 
(30) días contados a partir de la fecha en que el tribu-
nal arbitral la haya emitido. No obstante, el tribunal 

-

parte contra la que se emitió la orden preliminar haya 

sus derechos.
5. La orden preliminar no constituye laudo ni es 

ejecutable judicialmente.
Artículo 84. Modi cación, suspensión y revoca-

ción de medidas cautelares y órdenes preliminares. 
-

vocar toda medida cautelar u orden preliminar que 
haya decretado, ya sea a instancia de alguna de las 
partes o, en circunstancias excepcionales, por inicia-

Artículo 85. Exigencia de caución por el tribunal 
arbitral. El tribunal arbitral exigirá al peticionario de 
una orden preliminar que preste caución respecto de 
la orden, salvo que lo considere inapropiado o inne-
cesario.

El tribunal arbitral podrá exigir del solicitante de 
una medida cautelar que preste caución adecuada 
respecto de la medida.

Artículo 86. Deber de información. El peticio-
nario de una orden preliminar deberá revelar al tri-
bunal arbitral toda circunstancia que pueda ser re-
levante para la decisión que el tribunal arbitral vaya 
a adoptar sobre si debe otorgar o mantener la orden, 
y seguirá estando obligado a hacerlo en tanto que la 
parte contra la que la orden haya sido pedida no haya 
tenido la oportunidad de hacer valer sus derechos. 
A partir de dicho momento, será aplicable el inciso 
segundo del presente artículo.
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Las partes deberán dar a conocer al tribunal arbi-
tral sin tardanza todo cambio importante que se pro-
duzca en relación con las circunstancias que motiva-
ron que la medida se solicitara o decretara.

Artículo 87. Costas y daños y perjuicios. El tribu-
nal arbitral podrá condenar en cualquier momento al 
peticionario de una medida cautelar o de una orden 
preliminar a pagar las costas e indemnizar los daños 
y perjuicios que por su culpa hubiere sufrido cual-
quier otra parte.

Artículo 88. Ejecución de medidas cautelares. 
Toda medida cautelar decretada por un tribunal ar-
bitral será vinculante sin necesidad de procedimien-
to alguno de reconocimiento y, salvo que el tribunal 
arbitral disponga otra cosa, su ejecución podrá ser 
solicitada ante la autoridad judicial, cualquiera que 
sea el estado en donde haya sido decretada. Para este 
efecto, la autoridad judicial procederá a la ejecución 
en la misma forma prevista por la ley para la eje-
cución de providencias ejecutoriadas proferidas por 
autoridades judiciales colombianas y dentro de dicho 
proceso solo podrán invocarse como excepciones las 
previstas en el artículo 89 de esta sección.

La parte que solicite o haya obtenido de la au-
toridad judicial la ejecución de una medida cautelar 
deberá informarle a la autoridad judicial toda revoca-

-
ponga el tribunal arbitral.

La autoridad judicial solo podrá pronunciarse so-
bre cauciones cuando el tribunal arbitral no se haya 
pronunciado sobre el particular, o cuando la caución 
sea necesaria para proteger los derechos de terceros 
respecto de los cuales el tribunal arbitral no hubiere 
tomado alguna decisión.

Artículo 89. Arbitraje social. Motivos para dene-
gar la ejecución de medidas cautelares decretadas 
por tribunal arbitral. Para la denegación de la eje-
cución de medidas cautelares decretadas por el tribu-
nal, se aplicarán las siguientes reglas:

1. La autoridad judicial solo podrá denegar la eje-
cución de una medida cautelar en los siguientes ca-
sos y por las siguientes causales:

a) A solicitud de la parte afectada por la medida 
cautelar, cuando:

i) Para el momento del acuerdo de arbitraje estaba 
afectada por incapacidad, o dicho acuerdo no es vá-
lido en virtud de la ley a la que las partes lo han so-
metido, o si nada se hubiera indicado a este respecto, 
en virtud de la ley del país en que se haya decretado 
la medida; o

de la actuación arbitral; o

prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene decisio-
nes que exceden los términos del acuerdo de arbitra-
je. No obstante, si las disposiciones de la providencia 

pueden separarse de las que no lo están, se podrá de-
cretar la ejecución de las primeras; o

iv) La composición del tribunal arbitral o el pro-
cedimiento arbitral no se ajustó al acuerdo celebrado 
entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, no se 
ajustó a la ley del país donde se tramita el arbitraje, 

siempre que por ello se haya privado a dicha parte de 
su derecho de defensa en relación con lo dispuesto 
en la medida cautelar; o

v) No se haya cumplido la decisión del tribunal 
arbitral sobre la prestación de la caución que corres-
ponda a la medida cautelar decretada; o,

vi) La medida cautelar ha sido revocada o sus-
pendida por el tribunal arbitral o, en caso de que esté 
facultado para hacerlo, por una autoridad judicial del 
Estado en donde se tramite el procedimiento de ar-
bitraje o conforme a cuyo derecho se decretó dicha 
medida.

En todo caso, no podrá invocar los motivos con-
templados en el literal a) numerales i), ii), iii) y iv), la 
parte que pudo invocar dichas circunstancias oportu-
namente ante el tribunal arbitral y no lo hizo.

i) Según la ley colombiana el objeto de la contro-
versia no es susceptible de arbitraje; o

ii) La ejecución de la medida sería contraria al 
orden público internacional colombiano.

2. La determinación a la que llegue la autoridad 
judicial respecto de cualquier motivo enunciado en 
el presente artículo será únicamente aplicable para 

cautelar. La autoridad judicial a la que se solicite la 
ejecución solo podrá pronunciarse sobre la existen-

no sobre el contenido de la medida cautelar.
Artículo 90. Medidas cautelares decretadas por 

la autoridad judicial. Con anterioridad a la inicia-
ción del trámite arbitral o en el curso del mismo, e 
independientemente de que el proceso se adelante en 
Colombia o en el exterior, cualquiera de las partes 
podrá acudir a la autoridad judicial para que decre-
te medidas cautelares. La autoridad judicial ejercerá 
dicha competencia de conformidad con su propia ley 
procesal y teniendo en cuenta los rasgos distintivos 
de un arbitraje internacional.

CAPÍTULO VI
Sustanciación de las actuaciones arbitrales
Artículo 91. Trato equitativo de las partes. El tri-

bunal arbitral tratará a las partes con igualdad y dará 
a cada una de ellas plena oportunidad de hacer valer 
sus derechos.

Artículo 92. Determinación del procedimiento. 
Las partes, con sujeción a las disposiciones de la pre-
sente sección, podrán convenir el procedimiento, di-
rectamente o por referencia a un reglamento arbitral.

A falta de acuerdo, el tribunal arbitral podrá di-
rigir el arbitraje del modo que considere apropiado, 
con sujeción a lo dispuesto en la presente sección y 
sin necesidad de acudir a las normas procesales de la 
sede del arbitraje. Esta facultad incluye la de deter-
minar la admisibilidad, la pertinencia y el valor de 
las pruebas.

Artículo 93. Sede del arbitraje. Las partes podrán 
determinar libremente la sede del arbitraje. A falta de 
acuerdo, el tribunal arbitral la determinará, atendidas 
las circunstancias del caso, y las conveniencias de 
aquellas.



Página 16 Martes, 26 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  393

El tribunal arbitral, salvo acuerdo en contrario de 
las partes, podrá reunirse donde lo estime apropiado 
para practicar pruebas; así mismo, podrá deliberar 
donde lo estime conveniente, sin que nada de ello 
implique cambio de la sede del arbitraje.

Artículo 94. Iniciación de la actuación arbitral. 
Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la 
actuación arbitral se entenderá iniciada en la fecha 
en que el demandado reciba la solicitud de someter 
la controversia a arbitraje.

Artículo 95. Idioma. Las partes podrán acordar 
libremente el idioma o los idiomas que hayan de uti-
lizarse en las actuaciones arbitrales, en los escritos 
de las partes, en las audiencias y en cualquier lau-
do, decisión o comunicación que emita el tribunal 
arbitral. De lo contrario, el tribunal arbitral hará la 
determinación que corresponda.

El tribunal arbitral podrá ordenar que una prueba 
documental vaya acompañada de su correspondiente 
traducción al idioma o los idiomas convenidos por 
las partes o determinados por él.

Artículo 96. Demanda y contestación. Dentro del 
plazo convenido por las partes o determinado por el 
tribunal arbitral, el demandante deberá presentar su 
demanda, indicando los hechos en que se funda, los 
puntos controvertidos y el objeto de ella. El deman-
dado, al responderla, deberá referirse a los distintos 
elementos de aquella, a menos que las partes hayan 
acordado otra cosa.

El demandante en su demanda y el demandado 
en su contestación podrán aportar los documentos 
que consideren pertinentes o hacer referencia a do-
cumentos u otras pruebas que pretendan hacer valer.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, en el 
curso de las actuaciones arbitrales cualquiera de 

-
testación, a menos que el tribunal arbitral considere 
improcedente esa alteración en razón de la tardanza 
con que se haya hecho.

Artículo 97. Audiencias y actuaciones por escri-
to. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribu-
nal arbitral decidirá si han de celebrarse audiencias 
para la presentación o práctica de pruebas o para 
alegatos orales, o si las actuaciones se sustanciarán 
sobre la base de documentos y demás pruebas. Salvo 
que las partes hubiesen convenido que no se lleven 
a cabo audiencias, el tribunal arbitral las celebrará a 
petición de cualquiera de ellas.

-

su objeto.
El tribunal arbitral dará traslado a la otra u otras 

partes de las declaraciones, documentos e informa-
ción que cualquiera de ellas le suministre y pondrá 
a disposición de estas los peritajes y los documentos 
probatorios en los que pueda basar su decisión.

Artículo 98. Rebeldía de una de las partes. Salvo 
acuerdo en contrario de las partes, cuando:

presente su demanda con arreglo al inciso primero 
del artículo 96 el tribunal arbitral dará por terminada 
la actuación.

2. El demandado no conteste la demanda con 
arreglo al inciso primero del artículo 96, el tribunal 
arbitral continuará la actuación, sin que aquella omi-
sión se considere por sí misma como aceptación de 
las manifestaciones del demandante.

3. Una de las partes no comparezca a una audien-
cia o no presente pruebas documentales, el tribunal 
arbitral podrá continuar las actuaciones e incluso 
proferir laudo con base en las pruebas de que dis-
ponga.

Artículo 99. Nombramiento de peritos por el tri-
bunal arbitral. Salvo acuerdo en contrario de las 
partes:

1. El tribunal arbitral podrá nombrar uno o más 
peritos, caso en el cual podrá disponer que una de las 
partes o ambas suministren al perito la información 
pertinente o le presenten para su inspección docu-
mentos, mercancías u otros bienes, o le proporcionen 
acceso a ellos.

2. Cuando una de ellas lo solicite o cuando el tri-
bunal arbitral lo considere necesario, el perito o los 
peritos, después de la presentación de sus dictáme-
nes escritos u orales, deberán participar en una au-
diencia en la que las partes tendrán oportunidad de 
interrogarlos y de presentar peritos para que opinen 
sobre los puntos controvertidos.

Artículo 100. Colaboración de las autoridades 
judiciales para la práctica de pruebas. Tanto el tri-
bunal arbitral como cualquiera de las partes con la 
aprobación de aquel, podrán pedir la colaboración de 
la autoridad judicial de cualquier país para la prácti-
ca de pruebas. La autoridad judicial atenderá dicha 
solicitud dentro del ámbito de su competencia terri-
torial y con arreglo al régimen del respectivo medio 
probatorio. La autoridad judicial colombiana proce-
derá al efecto de la misma forma que si se tratara de 
una comisión judicial.

CAPÍTULO VII
Pronunciamiento del laudo y terminación  

de las actuaciones
Artículo 101. Normas aplicables al fondo del liti-

gio. El tribunal arbitral decidirá de conformidad con 
las normas de derecho elegidas por las partes. La in-
dicación del derecho u ordenamiento jurídico de un 
Estado se entenderá referida, a menos que se exprese 
lo contrario, al derecho sustantivo de dicho Estado y 

Si las partes no indican la norma, el tribunal arbi-
tral aplicará aquellas normas de derecho que estime 
pertinentes.

El tribunal arbitral decidirá ex aequo et bono solo 
si las partes lo hubieren autorizado. En todo caso, 
el tribunal arbitral decidirá con arreglo a las estipu-
laciones del contrato y teniendo en cuenta los usos 
mercantiles aplicables al caso.

Artículo 102. Adopción de decisiones cuando 
haya más de un árbitro. En las actuaciones arbitra-
les en que haya más de un árbitro, toda decisión del 
tribunal arbitral se adoptará, salvo acuerdo en con-
trario de las partes, por mayoría de votos de todos 
los miembros. A falta de mayoría decidirá el árbitro 
presidente.
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El árbitro presidente podrá decidir cuestiones de 
procedimiento, si así lo autorizan las partes o todos 
los miembros del tribunal.

Artículo 103. Transacción. Si durante las actua-
ciones arbitrales las partes llegan a una transacción 
o a una conciliación o mediación que resuelva el liti-
gio, el tribunal dará por terminadas las actuaciones. 
En caso de que lo pidan ambas partes y el tribunal 
no se oponga, este verterá en un laudo los términos 
convenidos por aquellas.

Dicho laudo tendrá los mismos efectos que cual-
quier otro laudo dictado sobre el fondo del litigio.

Artículo 104. Forma y contenido del laudo. El 
laudo arbitral consultará la siguiente forma y con-
tenido:

por el árbitro o los árbitros. En actuaciones arbitrales 

de los miembros del tribunal arbitral o la del árbi-
tro presidente en su caso y se dejará constancia del 

arbitral.
2. El tribunal arbitral deberá motivar el laudo, a 

menos que las partes hayan convenido otra cosa, y 
en este caso siempre y cuando ninguna de ellas tenga 
su domicilio o residencia en Colombia, o que se trate 
de un laudo pronunciado en los términos convenidos 
por las partes conforme al artículo 103.

3. El laudo indicará su fecha y la sede del arbitra-
je, en la que se considerará proferido.

-
cará a las partes mediante la entrega de sendas copias 

Artículo 105. Terminación de las actuaciones. La 
terminación de las actuaciones se regirá por las si-
guientes reglas:

1. La actuación arbitral terminará con el laudo de-
-

ción o aclaración del laudo o, en su caso, cuando se 

2. El tribunal arbitral ordenará la terminación de 
la actuación arbitral cuando:

a) El demandante retire su demanda, a menos que 
el demandado se opusiere a ello y el tribunal arbitral 
reconozca un legítimo interés de su parte en obtener 

b) Las partes acuerden dar por terminadas las ac-
tuaciones;

c) El tribunal arbitral compruebe que la prosecu-
ción de la actuación resultaría innecesaria o imposi-
ble.

3. El tribunal arbitral cesará en sus funciones a 
la expiración del término que tienen las partes para 
solicitar corrección, aclaración o laudo adicional o, 

laudo adicional.
Artículo 106. Corrección y aclaración del laudo 

y laudo adicional. Dentro del mes siguiente a la no-
-

dado otro plazo:

a la otra, pedir al tribunal arbitral que corrija cual-

o que aclare un punto determinado del laudo. Si el 
tribunal arbitral acoge la petición hará la corrección 
o la aclaración dentro del mes siguiente a la recep-
ción de la solicitud en decisión que formará parte del 
laudo.

cualquier error de cálculo, de transcripción, tipográ-

c) Salvo acuerdo en contrario de las partes, cual-
quiera de ellas, dándole aviso a la otra u otras, podrá 

-
nal sobre pretensiones hechas en el curso del trámite 
arbitral, pero omitidas en el laudo. Si el tribunal ar-
bitral acoge la solicitud, proferirá el correspondiente 
laudo adicional en el término de sesenta (60) días.

De ser ello necesario, el tribunal arbitral prorro-
gará el término para la corrección, aclaración o adi-
ción del laudo.

Lo dispuesto en el artículo 104 se aplicará a las 
correcciones o aclaraciones del laudo o a los laudos 
adicionales.

CAPÍTULO VIII
Impugnación del laudo

Artículo 107. La anulación como único recurso 
judicial contra un laudo arbitral. Contra el laudo ar-
bitral solamente procederá el recurso de anulación 
por las causales taxativamente establecidas en esta 
sección. En consecuencia, la autoridad judicial no se 
pronunciará sobre el fondo de la controversia o ca-

expuestas por el tribunal arbitral.
Cuando ninguna de las partes tenga su domicilio 

o residencia en Colombia, las partes podrán, median-
te declaración expresa en el acuerdo de arbitraje o 
mediante un acuerdo posterior por escrito, excluir 
completamente el recurso de anulación, o limitarlo a 
una o varias de las causales contempladas taxativa-
mente en la presente sección.

Artículo 108. Causales de anulación. La autori-
dad judicial podrá anular el laudo arbitral a solicitud 

1. A solicitud de parte, cuando la parte recurrente 
pruebe:

a) Que para el momento del acuerdo de arbitraje 
estaba afectada por alguna incapacidad; o que dicho 
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las par-
tes lo han sometido, o si nada se hubiera indicado a 
este respecto, en virtud de la ley colombiana; o

-
nación de un árbitro o de la iniciación de la actuación 
arbitral o no pudo, por cualquiera otra razón, hacer 
valer sus derechos; o

c) Que el laudo versa sobre una controversia no 
prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene deci-
siones que exceden los términos del acuerdo de ar-
bitraje. No obstante, si las disposiciones del laudo 

pueden separarse de las que no lo están, sólo se po-
drán anular estas últimas; o
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d) Que la composición del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo 
entre las partes, salvo que dicho acuerdo estuviera 

la que las partes no pudieran apartarse o, a falta de 
dicho acuerdo, que no se ajustaron a las normas con-
tenidas en esta sección de la ley.

a) Según la ley colombiana, el objeto de la contro-
versia no es susceptible de arbitraje; o,

b) El laudo sea contrario al orden público interna-
cional de Colombia.

Artículo 109. Procedimiento para el recurso de 
anulación. El recurso de anulación se tramitará me-
diante el siguiente procedimiento:

1. El recurso de anulación deberá proponerse y 
sustentarse, con indicación de las causales invoca-
das, ante la autoridad judicial competente de acuerdo 
con la presente sección, dentro del mes siguiente a 

-
cación del laudo adicional o de la providencia que 
resuelva sobre la corrección o aclaración del laudo 
o de la providencia que rechace la solicitud de laudo 
adicional.

2. El recurso será rechazado de plano cuando apa-
-

poránea o no fue oportunamente sustentado, o que 
las causales alegadas no corresponden a las estable-
cidas en la presente sección.

3. Al admitir el recurso se correrá traslado común 
por el término de un (1) mes a la parte o partes oposi-
toras para que presenten sus alegaciones. El traslado 
se surtirá en la secretaria de la autoridad competente.

4. Al día siguiente del vencimiento del traslado, el 
secretario de la autoridad judicial pasará el expedien-
te al despacho para sentencia, que deberá proferirse 
dentro de los dos (2) meses siguientes. En ella se li-
quidarán las costas y condenas a cargo de las partes, 
con arreglo a lo convenido por ellas o, de haberse 
adoptado un reglamento de procedimiento en parti-
cular, con arreglo a lo que en dicho reglamento se 
establezca a propósito, o en su defecto, con arreglo 
a lo previsto para los procesos civiles. Igualmente se 
ordenarán las restituciones a que haya lugar cuando 
el laudo anulado haya sido ejecutado en todo o en 
parte.

5. Si no prospera ninguna de las causales invoca-
das, se declarará infundado el recurso y se condenará 
en costas al recurrente, salvo que dicho recurso haya 
sido presentado por el Ministerio Público.

6. Contra la decisión del recurso de anulación no 
procederá recurso o acción alguna.

La interposición y el trámite del recurso extraor-
dinario de anulación no suspenden el cumplimiento 
de lo resuelto en el laudo.

Artículo 110. Efectos del recurso de anulación. 
Cuando prospere alguna de las causales señaladas en 
el numeral 1 literal a) del artículo 108, se declarará 
la nulidad del laudo y las partes podrán acudir ante la 
autoridad judicial competente.

Cuando prospere alguna de las causales señaladas 
en el numeral 1 literales b), c) y d) del artículo 108, 

se declarará la nulidad del laudo, sin que ello perju-
dique el acuerdo de arbitraje.

Cuando prospere alguna de las causales señaladas 
en el numeral 2 del artículo 108, se declarará la nu-
lidad del laudo.

En caso de anulación del laudo, las pruebas prac-
ticadas en el curso del trámite arbitral podrán ser 
apreciadas bien por el tribunal arbitral o bien por la 
autoridad judicial.

CAPÍTULO IX
Reconocimiento y ejecución de los laudos

Artículo 111. Reconocimiento y ejecución. Los 
laudos arbitrales se reconocerán y ejecutarán, así:

1. Un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en 
que se haya proferido, será ejecutable ante la autori-
dad judicial competente, a solicitud de parte intere-
sada.

2. La parte que invoque un laudo o pida su ejecu-
ción deberá presentar el laudo original o copia de él. 
Si el laudo no estuviere redactado en idioma español, 
la autoridad judicial competente podrá solicitar a la 
parte que presente una traducción del laudo a este 
idioma.

3. Los laudos dictados en arbitrajes internaciona-
les cuya sede sea Colombia se considerarán laudos 
nacionales y, por ende, no estarán sujetos al proce-
dimiento de reconocimiento y podrán ser ejecutados 
directamente sin necesidad de este, salvo cuando se 
haya renunciado al recurso de anulación, caso en el 
cual será necesario su reconocimiento.

4. Para la ejecución de laudos extranjeros, esto es 
de aquellos proferidos por un tribunal arbitral cuya 
sede se encuentre fuera de Colombia, será necesario 
su reconocimiento previo por la autoridad judicial 
competente.

Artículo 112. Motivos para denegar el reconoci-
miento. Sólo se podrá denegar el reconocimiento de 
un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que 
se haya dictado, en los casos y por las causales que 
taxativamente se indican a continuación:

a) A instancia de la parte contra la cual se invoca, 
cuando ella pruebe ante la autoridad judicial compe-
tente del país en que se pide el reconocimiento o la 
ejecución:

i) Que para el momento del acuerdo de arbitraje 
estaba afectada por alguna incapacidad; o que dicho 
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las 
partes lo han sometido, o si nada se hubiera indicado 
a este respecto, en virtud de la ley del país en que se 
haya dictado el laudo; o

ii) Que la parte contra la cual se invoca el laudo 

un árbitro o de la iniciación de la actuación arbitral 
o no pudo, por cualquiera otra razón, hacer valer sus 
derechos; o

iii) Que el laudo versa sobre una controversia no 
prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene deci-
siones que exceden los términos del acuerdo de ar-
bitraje. No obstante, si las disposiciones del laudo 

pueden separarse de las que no lo están, se podrá dar 
reconocimiento y ejecución a las primeras; o
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iv) Que la composición del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo ce-
lebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, 
a la ley del país donde se adelantó o tramitó el arbi-
traje; o

v) Que el laudo no es aún obligatorio para las 
partes o fue anulado o suspendido por una autoridad 
judicial del país sede del arbitraje; o

b) Cuando la autoridad judicial competente com-
pruebe:

i) Que, según la ley colombiana, el objeto de la 
controversia no era susceptible de arbitraje; o

ii) Que el reconocimiento o la ejecución del laudo 
serían contrarios al orden público internacional de 
Colombia.

Si se hubiere pedido la anulación o la suspensión 
del laudo ante una autoridad judicial del país sede 
del arbitraje, la autoridad judicial colombiana, si lo 
considera procedente, podrá aplazar su decisión so-
bre el reconocimiento del laudo y, a instancia de la 
parte que pida aquello, esta podrá también ordenar a 
la otra parte que otorgue caución apropiada.

Artículo 113. Competencia. Para conocer del trá-
mite de reconocimiento de los laudos que conforme 
a la presente sección demanden del mismo será com-
petente la Sala de Casación Civil de la Corte Supre-
ma de Justicia, en única instancia y sin lugar a recur-
so o acción alguna contra su decisión.

Artículo 114. Normatividad aplicable al recono-
cimiento. Al reconocimiento del laudo arbitral, se 
aplicarán exclusivamente las disposiciones de la pre-
sente sección y las contenidas en los tratados, con-
venciones, protocolos y demás actos de derecho in-

consecuencia, no serán aplicables las disposiciones 
establecidas en el Código de Procedimiento Civil, 
sobre motivos, requisitos y trámites para denegar di-
cho reconocimiento, disposiciones que se aplicarán 
únicamente a las sentencias judiciales proferidas en 
el exterior.

Artículo 115. Trámite del reconocimiento. La par-
te que pida el reconocimiento presentará la solicitud 
ante la autoridad judicial competente acompañada de 

En caso de encontrar completa la documentación, 
la Corte Suprema de Justicia admitirá la solicitud y 
dará traslado por diez días (10) a la otra u otras par-
tes.

Vencido el término del traslado y sin trámite adi-
cional, la Corte Suprema de Justicia decidirá dentro 
de los veinte (20) días siguientes.

Artículo 116. Ejecución. Reconocido el laudo en 
todo o en parte, de su ejecución conocerá la autori-
dad judicial competente.

SECCIÓN TERCERA
CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 117. Arbitraje social. Los centros de ar-
bitraje deberán promover jornadas de arbitraje social 
para la prestación gratuita de servicios en resolución 
de controversias de hasta cuarenta salarios legales 
mensuales vigentes (40 smlmv), sin perjuicio de que 

cada centro pueda prestar el servicio por cuantías 
superiores. Este arbitraje podrá prestarse a través de 
procedimientos especiales, autorizados por el Minis-
terio de Justicia y del Derecho, breves y sumarios.

En estos procesos las partes no requieren de apo-
derado, se llevarán por un solo árbitro y el centro 
de arbitraje cumplirá las funciones secretariales. El 
árbitro será escogido por sorteo y cuando se absten-
ga de aceptar el nombramiento, sin justa causa, será 
excluido de la lista de árbitros del respectivo centro.

Parágrafo. Cada centro de arbitraje debe llevar 
como mínimo un número de arbitrajes sociales gra-
tuitos equivalente al diez por ciento (10%) del total 
de arbitrajes onerosos tramitados el año inmediata-
mente anterior.

Los árbitros serán aceptados expresamente por 
las partes, y en ningún caso recibirán honorarios pro-
fesionales en los asuntos de arbitraje social. 

Artículo 118. Derogaciones. Deróguese el Decre-
to 2279 de 1989; el artículo 10 del Decreto 1056 de 
1953, los artículos 90 a 117 de la Ley 23 de 1991; los 
artículos 12 a 20 del Decreto 2651 de 1991; los artí-
culos 70 a 72 de la Ley 80 de 1993; los artículos 111 
a 132 de la Ley 446 de 1998; los artículos 111 a 231 
del Decreto 1818 de 1998; el inciso 3° del artículo 

por el artículo 34 de la Ley 794 de 2003; el artículo 
22 de la Ley 1150 de 2007; la Ley 315 de 1996; el 
literal b) del artículo 3° y el inciso 3° del artículo 7° 
de la Ley 1394 de 2010, el literal 12 del artículo 43 
de la Ley 1480 de 2011; el inciso 2° del artículo 693 
del Código de Procedimiento Civil; y el artículo 194 
del Código de Comercio, así como todas las disposi-
ciones contrarias a la presente ley.

Artículo 119. Vigencia. Esta ley regula íntegra-
mente la materia de arbitraje, y empezará a regir dos 
(2) meses después de su promulgación. Esta ley sólo 
se aplicará a los procesos arbitrales que se promue-
van después de su entrada en vigencia.

Los procesos en curso a la entrada en vigencia de 
esta ley seguirán rigiéndose hasta su culminación por 
las normas anteriores.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
En Sesión Plenaria del día 13 de junio de 2012, 



Página 20 Martes, 26 de junio de 2012 GACETA DEL CONGRESO  393

 Proyecto de ley número 176 
de 2011 Cámara, 018 de 2011 Senado, por medio 
de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacio-
nal e Internacional y se dictan otras disposiciones. 

su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior consta en el Acta 
de Sesión Plenaria número 131 de junio 13 de 2012, 
previo su anuncio el día 12 de junio de los corrientes, 
según Acta de Sesión Plenaria número 130.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 179  
DE 2011 CÁMARA, 54 DE 2011 SENADO

por la cual la Nación y el Congreso de la República se 
asocian y rinden homenaje al municipio de Viterbo 
en el departamento de Caldas, con motivo de la con-
memoración del primer centenario de su fundación 
y se autorizan apropiaciones presupuestales para  
la ejecución de las obras básicas que el municipio 

requiere.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación y el Congreso de la Repú-

blica se asocian a la conmemoración y rinden públi-
co homenaje al pujante municipio de Viterbo en el 
departamento de Caldas, con motivo de la celebra-
ción de los primeros cien (100) años de su fundación, 
a cumplirse el día 19 de abril de 2011. Así mismo, 
se exalta la memoria de sus fundadores y donantes 
de las tierras requeridas: Presbítero Nazario Restre-
po Botero, José María Velásquez, Jesús Constaín y 
Federico Delgado, entre otros. 

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional 
para que en cumplimiento y de conformidad con los 
artículos 150, 288, 334, 341 y 345 de la Constitución 
Política; de los criterios de concurrencia, comple-
mentariedad y subsidiaridad establecidos en la Ley 
152 de 1994 y de las competencias ordenadas en el 
Decreto número 111 de 1996 y la Ley 715 de 2001, 
asigne en el Presupuesto General de la Nación, y/o 

requeridas por la comunidad del municipio de Viter-
bo, en el departamento de Caldas. Dichas obras son 
las siguientes: 

1. Construcción coliseo cubierto. 
2. Reforzamiento estructura y adecuación Sala de 

Urgencias y Laboratorio Clínico Hospital San José 
de Viterbo. 

3. Pavimentación de la vía Viterbo - Polidepor-
tivo. 

4. Construcción de la Urbanización Villas del 
Centenario. 

5. Recalzada y remodelación Colegio La Mila-
grosa.

6. Construcción de bulevares en el parque prin-
cipal. 

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional 
para efectuar los créditos y contracréditos a que haya 
lugar, así como los traslados presupuestales que ga-
ranticen el cumplimiento de la presente ley. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su promulgación. 

Del honorable Representante a la Cámara,
Hernán Penagos Giraldo,

Ponente.
SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2012
En Sesión Plenaria del día 19 de Junio de 2012, 

de 2011 Cámara, 054 de 2011 Senado, por la cual 
la Nación y el Congreso de la República se asocian 
y rinden homenaje al municipio de Viterbo en el de-
partamento de Caldas, con motivo de la conmemo-
ración del primer centenario de su fundación y se 
autorizan apropiaciones presupuestales para la eje-
cución de las obras básicas que el municipio requie-
re
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta 
en el Acta de Sesión Plenaria número 133 del 19 de 
junio de 2012, previo su anuncio el día 14 de junio de 
los corrientes, según Acta de Sesión Plenaria número 
132. 

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 180  
DE 2011 CÁMARA, 156 DE 2010 SENADO

por la cual se modi ca la Ley 00 de 1  -  
Ley General de Turismo, la Ley 1101 de 200   

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I

Objeto, importancia y principios  
de la actividad turística

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto el fomento, el desarrollo, la promoción, la com-
petitividad del sector y la regulación de la actividad 
turística, a través de los mecanismos necesarios para 
la creación, conservación, protección y aprovecha-
miento de los recursos y atractivos turísticos nacio-
nales, resguardando el desarrollo sostenible y susten-
table y la optimización de la calidad, estableciendo 
los mecanismos de participación y concertación de 
los sectores público y privado en la actividad. 

Artículo 2°. Modifíquese El artículo 1° de la Ley 
300 de 1996, el cual quedará así: 

“Artículo 1°. Importancia de la industria tu-
rística. El turismo es una industria esencial para el 
desarrollo del país y en especial de las diferentes 
entidades territoriales y cumple una función social. 



GACETA DEL CONGRESO  393  Martes, 26 de junio de 2012 Página 21

Como industria que es, las tasas aplicables a los pres-
tadores de servicios turísticos en materia impositiva, 
serán las que correspondan a la actividad industrial 
o comercial si le es más favorable. El Estado le dará 
especial protección en razón de su importancia para 
el desarrollo nacional.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2º de la Ley 
300 de 1996, el cual tendrá 4 nuevos principios y 
quedará así: 

“Artículo 2°. Principios. Son principios rectores 
de la actividad turística los siguientes:

1. Concertación. En virtud del cual las decisiones 
y actividades del sector se socializarán en acuerdos 
para asumir responsabilidades, esfuerzos y recursos 
entre los diferentes agentes comprometidos, tanto 
del sector estatal como del sector privado nacional e 
internacional para el logro de los objetivos comunes 

Las comunidades se constituyen en parte y suje-
to de consulta en procesos de toma de decisiones en 
circunstancias que así lo ameriten, para ello se acudi-
rá al consentimiento previo libre e informado como 
instrumento jurídico ajustado al marco internacional 
de Naciones Unidas.

2. Coordinación. En virtud del cual las entidades 
públicas que integran el sector turismo actuarán en 
forma coordinada en el ejercicio de sus funciones.

3. Descentralización. En virtud del cual la acti-
vidad turística es responsabilidad de los diferentes 
niveles del Estado en sus áreas de competencia.

4. Planeación. En virtud del cual las actividades 
turísticas serán desarrolladas de acuerdo con el plan 
sectorial de turismo, el cual formará parte del Plan 
Nacional de Desarrollo.

5. Libertad de empresa. En virtud del cual, y de 
conformidad con lo establecido en el artículo 333 de 
la Constitución Política, el turismo es una industria 
de servicios de libre iniciativa privada, libre acceso 
y libre competencia, sujeta a los requisitos estable-
cidos en la ley y en sus normas reglamentarias. Las 
autoridades de turismo en los niveles nacional y te-
rritorial preservarán el mercado libre, la competencia 
abierta y leal, así como la libertad de empresa dentro 
de un marco normativo de idoneidad, responsabili-
dad y relación equilibrada con los usuarios.

6. Fomento. En virtud del cual el Estado prote-
gerá y otorgará prioridad al desarrollo integral de las 
actividades turísticas, recreacionales y en general, 
todo lo relacionado con esta actividad en todo el te-
rritorio nacional.

7. Facilitación. En virtud del cual los distintos 
organismos relacionados directa o indirectamente 

los trámites y procesos que el consejo superior de tu-

del turismo.
8. Desarrollo social, económico y cultural. El 

turismo conforme al artículo 52 de la Constitución 
Política, es un derecho social y económico de las 
personas dada su contribución al desarrollo integral 
en el aprovechamiento del tiempo libre y en la re-
valorización de la identidad cultural de las comuni-
dades.

9. Desarrollo sostenible. El turismo se desarrolla 
en armonía con los recursos naturales y culturales a 

-
ciones. La determinación de la capacidad de carga 
constituye un elemento fundamental de la aplicación 
de este principio. El desarrollo sostenible se aplica 
en tres ejes básicos: ambiente, sociedad y economía.

10. Calidad. En virtud del cual, es prioridad op-
timizar la calidad de los destinos y de los servicios 

la competitividad del destino y satisfacer la demanda 
nacional e internacional. 

11. Competitividad. En virtud del cual, el desa-
rrollo del turismo requiere propiciar las condiciones 
necesarias para el mejoramiento continuo de la in-
dustria turística, de forma que mediante el incremen-
to de la demanda genere riqueza y fomente la inver-
sión de capital nacional y extranjero. 

12. Accesibilidad. En virtud del cual, es deber 
del sector turístico propender conforme al artículo 
13 de la Constitución Política, la eliminación de las 
barreras que impidan el uso y disfrute de la actividad 
turística por todos los sectores de la sociedad, incen-
tivando la equiparación de oportunidades.

13. Protección al consumidor: Con miras al ca-
bal desarrollo del turismo, el consumidor será objeto 

públicas y privadas”.
CAPÍTULO II

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 26 de la Ley 
300 de 1996 el cual quedará así:

“Artículo 26. e niciones: 
1. Turismo: conjunto de actividades que realizan 

las personas –turistas– durante sus viajes y estancias 
-

nes entre otros de ocio, cultura, salud, eventos, con-
venciones o negocios.

De acuerdo al desplazamiento de los viajeros, el 
turismo puede ser:

a) Turismo Emisor: El realizado por nacionales 
en el exterior;

b) Turismo Interno: El realizado por los residen-
tes en el territorio económico del país;

c) Turismo Receptivo: El realizado por los no 
residentes, en el territorio económico del país;

d) Excursionista: Denomínese excursionistas los 
no residentes que sin pernoctar ingresan al país con 

2. Turista: Cualquier persona que viaja a un lu-
gar diferente al de su residencia habitual, que se que-
da por lo menos una noche en el lugar que visita y 
cuyo principal motivo de viaje es el ocio, descanso, 
ocupación del tiempo libre, peregrinaciones, salud, u 
otra diferente a una actividad en el lugar de destino.

También se consideran turistas internacionales 
los pasajeros de cruceros y los colombianos residen-
tes en el exterior de visita en Colombia.

3. Capacidad de carga. Es el número máximo de 
personas para el aprovechamiento turístico que una 
zona puede soportar, asegurando una máxima satis-
facción a los visitantes y una mínima repercusión so-
bre los recursos naturales y culturales. 
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Esta noción supone la existencia de límites al uso, 
determinada por factores medioambientales, sociales 

Artículo 5°. Calidad turística. Las normas técni-
cas de calidad expedidas por las Unidades Sectoriales 
de Normalización establecidas en el artículo 69 de la 
Ley 300 de 1996 relacionadas con las actividades del 
denominado turismo de aventura y con la sosteni-
bilidad turística, serán de obligatorio cumplimiento 
por parte de los prestadores de servicios turísticos, 
de acuerdo con la reglamentación que expida el Mi-
nisterio de Comercio, Industria y Turismo. 

Artículo 6°. Medalla al Mérito Turístico. Créase 
la Medalla al mérito turístico, la cual tendrá como 

prestados al turismo a través del tiempo, por las per-
sonas naturales o jurídicas, otorgada por el Ministe-
rio de Comercio, Industria y Turismo, de conformi-
dad con las normas que para ello establezca. 

TÍTULO II
ORGANIZACIÓN DEL SECTOR TURÍSTICO

CAPÍTULO I
Del Consejo Superior del Turismo 

Artículo 7°. Consejo Superior del Turismo. Créa-
se el Consejo Superior de Turismo, bajo la dirección 
del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, 
como órgano de coordinación entre los entes esta-
tales con el propósito de armonizar el ejercicio de 
sus competencias con la política turística dictada por 
dicho Ministerio, el cual estará integrado así:

1. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo.
2. El Ministro del Interior.
3. El Ministro de Relaciones Exteriores.
4. El Ministro de Ambiente y Desarrollo Soste-

nible.
5. El Ministro de Transporte.
6. El Ministro de Cultura.
7. El Viceministro de Turismo.
8. El Director de la Unidad Administrativa Espe-

cial de Aeronáutica Civil.
9. El Director de la Unidad Especial de Migración 

Colombia. 
10. El Director de la Unidad Administrativa Espe-

cial de Parques Nacionales.
11. El Director General de la Policía Nacional.
12. El Director General del SENA. 
13. El Ministro de Tecnologías de la Información 

y las Comunicaciones o su delegado.
Parágrafo 1°. Los Ministros solo podrán delegar 

su participación en los Viceministros. El Consejo 
será presidido por el Ministro de Comercio, Indus-
tria y Turismo y en su ausencia por el Viceministro 
de Turismo. 

Parágrafo 2°. El Consejo dictará su propio regla-
mento.

CAPÍTULO II 
Del Consejo Consultivo  
de la Industria Turística

Artículo 8°. Del Consejo Consultivo de la Indus-
tria Turística. Créase el Consejo Consultivo de la In-

dustria Turística, como órgano consultivo y asesor 
del Gobierno en materia de turismo, el cual estará 
integrado por:

1. El Ministro de Comercio, Industria y Turismo.
2. El Viceministro de Turismo.
3. El Presidente de Proexport, quien podrá dele-

gar en el Vicepresidente de Turismo.
4. El Director del Fondo Nacional de Turismo.
5. Los Presidentes de los gremios nacionales del 

sector, uno por cada tipo de prestador turístico, el 

6. Un representante de las facultades de Admi-
nistración Turística o similares, de las instituciones 
de Educación Superior, que será elegido dentro de 
sus miembros por el comité nacional de capacita-
ción y formación turística. 

Artículo 9°. Funciones del Consejo Consultivo 
de la Industria Turística. Son funciones del Conse-
jo Consultivo de la Industria Turística:

1. Asesorar al Ministerio de Comercio, Industria 
-

ción de las políticas, programas y proyectos de de-
sarrollo y competitividad del turismo.

2. Promover acuerdos de Cooperación Econó-
mica o Técnica Internacional en favor del turismo 
y recomendar las gestiones pertinentes a su obten-
ción.

3. Recomendar mecanismos que procuren una 
efectiva y permanente coordinación entre el sector 
público y el sector privado en favor del desarrollo y 
competitividad del turismo.

4. Analizar el desempeño nacional e internacio-
nal del sector turismo; realizar actividades de se-
guimiento, evaluación y análisis de impacto de las 
políticas, programas y proyectos de Gobierno en re-
lación con el turismo, y presentar recomendaciones 
para el desarrollo y proyección del sector.

5. Propiciar el establecimiento, monitoreo y 
evaluación de indicadores de gestión relativos a las 
políticas, programas y proyectos del Gobierno res-
pecto del turismo.

6. Recomendar estrategias de seguridad turís-
tica.

7. Proponer candidatos para la medalla al mérito 
turístico.

Parágrafo 1°. El Consejo será presidido por el 
Ministro de Comercio, Industria y Turismo o en su 
ausencia por el Viceministro de Turismo. El Go-
bierno Nacional reglamentará su funcionamiento, 
incluyendo el procedimiento para la designación de 
sus miembros.

Parágrafo 2°. Los gobernadores y los alcaldes 
propiciarán la creación de consejos departamenta-
les, municipales o distritales de turismo, que cum-
plirán las mismas funciones del Consejo Consulti-
vo de Turismo en el ámbito de sus competencias 
territoriales. Dichos Consejos deberán incorporar 
como mínimo tres representantes de los prestadores 
de servicios turísticos del Departamento, del Distri-
to o del Municipio, y los demás que se establezcan 
en el mecanismo de su creación. 
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CAPÍTULO III
Del Consejo Superior de la Microempresa  

y de la Pequeña y Mediana Empresa
Artículo 10. Consejo Superior de la Microempre-

sa y de la Pequeña y Mediana Empresa. Los empre-
sarios del sector turístico estarán representados en el 
Consejo Superior de Microempresa y en el Consejo 
Superior de Pequeña y Mediana Empresa, creados 
por el artículo 5º del Decreto-ley 210 de 2003, por un 
representante de los gremios pertenecientes al sector 
turístico. 

CAPÍTULO IV
Del Consejo Nacional de Seguridad Turística
Artículo 11. Consejo Nacional de Seguridad Tu-

rística. Confórmese como instancia de alto nivel 
desde la cual se consoliden y apoyen los programas 
que se adelanten en el campo de la seguridad turís-
tica, mediante trabajo en equipo y mejoramiento de 
los canales de comunicación entre las entidades que 
lo integran. Formarán parte de este Consejo: 

1. El Ministerio de Defensa Nacional.
2. El Ejército Nacional.
3. La Fuerza Aérea.
4. La Policía Nacional.
5. La Armada Nacional.
6. La Unidad Administrativa Especial de Migra-

ción Colombia.
7. La Cruz Roja Colombiana.
8. La Defensa Civil Colombiana.
9. El Ministerio de Comercio, Industria y Tu- 

rismo.
10. Delegado del cuerpo de bomberos.
El Gobierno Nacional reglamentará la conforma-

ción y funcionamiento de este Consejo, así como el 
nivel de sus integrantes.

Parágrafo. Confórmense Comités Departamenta-
les de Seguridad Turística, con los representantes de 
las mismas instituciones que integran el Consejo Na-
cional, en el ámbito de su jurisdicción. El Gobierno 
Nacional reglamentará su funcionamiento.

CAPÍTULO V 
Comités Locales 

Artículo 12. Créanse los Comités locales para 
la Organización de las Playas. El comité local para 
la organización de las playas estará integrado por el 
funcionario designado por cada una de las siguientes 
entidades:

quienes tendrán como función la de establecer fran-
jas en las zonas de playas destinadas al baño, al 
descanso, a la recreación, a las ventas de bienes de 
consumo por parte de los turistas y a la prestación 
de otros servicios relacionados con las actividades 
de aprovechamiento del tiempo libre que desarrollen 
los usuarios de las playas.

Parágrafo. El Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo reglamentará el funcionamiento de estos 
Comités.

TÍTULO III
DEL TURISMO SOCIAL 

Artículo 13. Modifíquese, el parágrafo del artícu-
lo 32 de la Ley 300 de 1996, quedará así:

“Artículo 32. Turismo de interés social.
Parágrafo. Entiéndase por personas de recursos 

económicos limitados aquellos cuyos ingresos fami-
liares mensuales sean iguales o inferiores a dos (2) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
300 de 1996 quedará así:

“Artículo 33. Promoción del turismo de interés 
social. Con el propósito de ser más incluyente y de 
garantizar el derecho a la recreación, a la práctica 
del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre 
consagrado en el artículo 52 de la Constitución Po-
lítica, el Estado promoverá el desarrollo del turismo 
de interés social. Para este efecto, el Viceministerio 
de Turismo, con el apoyo y en coordinación con las 
dependencias y entidades competentes, promoverá 
la constitución y operación de empresas del sector 
social, que tengan por objeto la prestación de servi-
cios turísticos accesibles a la población menos fa-
vorecida. Así mismo, promoverá la conjunción de 
esfuerzos para mejorar la atención y desarrollo de 
aquellos lugares en que pueda ser susceptible elevar 
su nivel económico de vida, mediante la industria 
turística, para tal efecto el plan sectorial de turismo 
deberá contener directrices y programas de apoyo al 
turismo de interés social.

Parágrafo. Harán parte integral de este sector las 
entidades que desarrollen actividades de recreación 
o turismo social, en particular las Cajas de Compen-
sación Familiar”.

Artículo 15. Modifíquese, el artículo 35 de la Ley 
300 de 1996 quedará así:

“Artículo 35. Adultos mayores, pensionados, 
personas con discapacidad, jóvenes y estudiantes 
pertenecientes a los estratos 1 y 2 y en especial a los 
carnetizados de los niveles I y II del Sisbén.

El Gobierno Nacional reglamentará los progra-
mas de servicios y descuentos especiales en mate-
ria de turismo para las personas contempladas en el 
presente artículo siempre y cuando pertenezcan a los 
estratos 1 y 2 y en especial a los carnetizados de los 
niveles I y II del Sisbén.

El Gobierno Nacional promoverá la suscripción 
de acuerdos con los prestadores de servicios turísti-
cos y con las Cajas de Compensación Familiar, por 
medio de los cuales se determinen precios y condi-
ciones adecuadas, así como paquetes que hagan po-
sible el cumplimiento de los objetivos del presente 

TÍTULO IV 
DE LA CONTRIBUCIÓN AL TURISMO 

CAPÍTULO I
Aportantes

Artículo 16. Modifíquese, el artículo 3° de la Ley 
1101 de 2006, donde se incluirán 4 nuevos aportan-
tes, el cual quedará así: 

“Artículo 3°. Aportantes de la contribución pa-
ra scal para la promoción del turismo. -
nes de la presente ley, se consideran aportantes los 
siguientes:
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1. Los hoteles, centros vacacionales y servicios 
de alojamiento prestados por clubes sociales.

2. Las viviendas dedicadas ocasionalmente al uso 
turístico o viviendas turísticas, y otros tipos de hos-
pedaje no permanente, excluidos los establecimien-
tos que prestan el servicio de alojamiento por horas.

3. Las agencias de viajes y turismo, agencias ma-
yoristas y las agencias operadoras.

5. Las empresas dedicadas a la operación de ac-
tividades de turismo de naturaleza o aventura, tales 
como canotaje, balsaje, espeleología, escalada, para-
pente, canopy, buceo y deportes náuticos en general.

6. Los operadores profesionales de congresos, 
ferias y convenciones, excepto las universidades e 
instituciones de educación superior y los medios de 
comunicación que realicen actividades de esta natu-
raleza cuando su objeto o tema sea afín a su misión.

7. Los arrendadores de vehículos para turismo na-
cional e internacional.

8. Los usuarios operadores, desarrolladores e in-
dustriales en zonas francas turísticas.

9. Las empresas comercializadoras de proyectos 
de tiempo compartido y multipropiedad.

como tal, de acuerdo a resolución emanada del Mi-
nisterio de comercio, industria y turismo.

11. Los centros terapéuticos o balnearios que uti-
-

nales, tratamientos termales u otros medios físicos 
naturales.

12. Las empresas captadoras de ahorro para viajes 
y de servicios turísticos prepagados.

13. Los parques temáticos.
14. Los concesionarios de aeropuertos y carre-

teras.
15. Las empresas de transporte de pasajeros: aé-

reas y terrestres, excepto el transporte urbano y el 
que opera dentro de áreas metropolitanas o ciudades 
dormitorio.

16. Las empresas de transporte terrestre automo-
tor especializado, las empresas operadoras de chivas 
y otros vehículos automotores que presten servicio 
de transporte turístico.

17. Los concesionarios de servicios turísticos en 
parques nacionales que presten servicios diferentes a 
los señalados en este artículo.

18. Los centros de convenciones.
19. Las empresas de seguros de viaje y de asisten-

cia médica en viaje.
20. Las sociedades portuarias, marinas o puertos 

turísticos, por concepto de la operación de muelles 
turísticos.

21. Los establecimientos del comercio ubicados 
en las terminales de transporte de pasajeros terrestre, 
aéreo y marítimo.

22. Las empresas operadoras de proyectos de 
tiempo compartido y multipropiedad.

23. Las empresas asociativas de redes de vende-
dores multinivel de servicios turísticos. 

24. Los guías de turismo.

-
les de la presente ley, se considera que prestan los 
servicios de vivienda turística las personas naturales 
o jurídicas cuya actividad sea la de arrendar o sub-
arrendar por periodos inferiores a 30 días con o sin 
servicios complementarios, bienes raíces de su pro-
piedad o de terceros o realizar labores de intermedia-
ción entre arrendadores y arrendatarios para arrendar 
inmuebles en las condiciones antes señaladas. Se 
presume que quien aparezca arrendando en un mis-
mo municipio o distrito más de cinco inmuebles de 
su propiedad o de terceros por periodos inferiores a 
30 días es prestador turístico.

Parágrafo 2°. Tratándose de los concesionarios 
-

sente artículo, la liquidación de la contribución se 
hará con base en los recaudos de derechos y tasas por 
el paso de vehículos para el transporte público y pri-
vado de pasajeros y en el caso de los concesionarios 
de aeropuertos con base en los recaudos de derechos 
y tasas por la utilización de sus servicios e instala-
ciones por parte de aeronaves para el transporte de 
pasajeros y por los mismos pasajeros.

Parágrafo 3°. Los Guías de Turismo pagarán 

el veinte por ciento del salario mínimo legal mensual 
vigente en el año de su causación”.

CAPÍTULO II
Impuesto con destino al turismo

Artículo 17. Eliminado.
Artículo 18. Impuesto de timbre para inversión 

social. El Gobierno Nacional podrá destinar anual-
mente el recaudo del impuesto de timbre creado por 
el numeral 2 literal d) último inciso del artículo 14 
de la Ley 2ª de 1976, para que a través del Minis-
terio de Comercio, Industria y Turismo desarrollen 
programas de inversión social a través de proyectos 
de competitividad turística, para las comunidades en 
condición de vulnerabilidad, los cuales incluyen in-
fraestructura turística, debiendo hacer para el efecto 
las apropiaciones presupuestales correspondientes.

CAPÍTULO III 
Incentivos 

Artículo 19. Requisitos para los incentivos. Mo-
difíquese, el artículo 16 de la Ley 1101 de 2006, el 
cual quedará así: 

“Artículo 16. Incentivos tributarios. Únicamen-
te los prestadores de servicios turísticos debidamente 
inscritos en el Registro Nacional de Turismo podrán 

-
les consagrados a su favor en disposiciones de orden 
nacional, departamental, distrital o municipal y que 

-
vidad turística. La omisión de la actualización del 
Registro Nacional de Turismo, así como el incum-

suspenderá el incentivo tributario correspondiente al 
-

plimiento”.
Artículo 20. Procedimiento para acceder a los re-

cursos del Programa Nacional de Inversiones Turís-
ticas. Todos los proyectos de infraestructura turística 
presentados por los entes territoriales, para que pue-
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dan ser considerados, deben ser inscritos en el banco 
de proyectos de infraestructura turística a más tardar 
el 30 de junio de cada año. Los proyectos selecciona-
dos integrarán el Programa Nacional de Inversiones 
Turísticas.

TÍTULO V
DEL FONDO NACIONAL DE TURISMO

CAPÍTULO I
Del Comité Directivo

Artículo 21. Modifíque el literal e), inclúyase 
un nuevo literal g), al artículo 11 de la Ley 1101 de 
2006, el cual quedará así:

“Artículo 11. El artículo 46 de Ley 300 de 1996, 
quedará así: Del Comité Directivo del Fondo Na-
cional de Turismo. 

El Fondo Nacional de Turismo tendrá un Comité 
Directivo compuesto de la siguiente manera:

a) El Ministro de Comercio, Industria y Turismo 
quien sólo podrá delegar en el viceministro del ramo. 
El representante del Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo presidirá el Comité;

b) El Presidente de Proexport o su delegado;
c) Cinco (5) representantes de organizaciones 

gremiales de aportantes;
d) Un gobernador designado por la Conferencia 

Nacional de Gobernadores, elegido por solo un pe-
ríodo de un año;

e) Dos alcaldes elegidos por solo un período de 
un año, que se elegirán de acuerdo a reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional;

f) Un representante del sector de ecoturismo.
A las reuniones del Comité Directivo del Fondo 

será invitado el Director (a) del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar, cuando quiera que se discuta 
la destinación de recursos para la ejecución de polí-
ticas de prevención y campañas para la erradicación 
de turismo asociado a prácticas sexuales con meno-
res de edad. El Director de la Aeronáutica Civil o su 
delegado, podrán ser invitados cuando quiera que se 
discutan temas de infraestructura aeroportuaria. Los 
invitados tendrán derecho a voz pero no al voto en 
las reuniones del comité. 

Parágrafo 1°. La adopción de las decisiones del 
Comité Directivo requerirá el voto favorable del Mi-
nisterio de Comercio, Industria y Turismo.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo reglamentará el procedimiento de 
selección de los representantes gremiales al Comité 
Directivo del Fondo Nacional de Turismo, garanti-
zando la participación de los pequeños prestadores 
de servicios turísticos.

Parágrafo 3°. Los directivos y representantes de 
las asociaciones o agremiaciones que hagan parte del 
Comité Directivo del Fondo de Promoción Turística, 
deberán ser elegidos observando las condiciones y 
términos establecidos en el artículo 43 de la Ley 188 
de 1995.

Parágrafo transitorio. El Comité Directivo del 
-

culo 46 de la Ley 300 de 1996, continuará ejerciendo 

sus funciones hasta que se integre el nuevo Comité 
que trata este artículo, que no podrá exceder el tér-
mino de un (1) año.

CAPÍTULO II
De los recursos 

Artículo 22. Los recursos señalados en el artículo 
1º y 8º de la Ley 1101 de 2006, así como los asigna-
dos en el Presupuesto Nacional para la infraestructu-
ra turística, promoción y la competitividad Turística, 
y el recaudo del Impuesto al Turismo, formarán par-
te de los recursos del Fondo de Promoción Turística 
que en adelante llevará el nombre de Fondo Nacional 
de Turismo –Fontur– y se constituirá como Patrimo-
nio Autónomo con personería jurídica y tendrá como 
función principal el recaudo, la administración y eje-
cución de sus recursos.

Parágrafo. Como parte de la infraestructura turís-
tica, las cámaras de comercio en asocio con el Fondo 
Nacional de Turismo, la Nación, las entidades terri-
toriales, con otras entidades públicas o privadas, o 
individualmente, continuarán destinando recursos de 
origen público o privado provenientes del desarrollo 
de sus actividades a la creación y operación de cen-
tros de eventos y convenciones y de recintos feriales 
mediante la celebración de eventos, congresos y ac-

generación de empleo y al desarrollo turístico de sus 
regiones.

Artículo 23. Los bienes inmuebles con vocación 
turística incautados o que les fuere extinguido el 
dominio debido a su vinculación con procesos por 

-
ferrato y conexos, y los que fueron de propiedad de 
la antigua Corporación Nacional de Turismo, hoy del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, serán 
administrados o enajenados por el Fondo Nacional 
de Turismo o la entidad pública que este contrate. 
Para efectos de la administración y enajenación de 
los bienes, el Fondo o la entidad administradora, se 
regirá por las normas del derecho privado. Los recur-
sos de su explotación estarán destinados a la admi-
nistración, mantenimiento y mejoramiento de estos 
bienes y el remanente a lo que dispongan las leyes 
vigentes.

CAPÍTULO III
Del Banco de Proyectos 

Artículo 24. Modifíquese los numerales 3 y 7 del 
artículo 18 de la Ley 1101 de 2006 los cuales queda-
rán así:

“Artículo 18. Banco de proyectos turísticos. 
-

nanciación podrá ser hasta del 80%.
(…)
7. El 30% de los recursos destinados para el ban-

co de Proyectos Turísticos en la respectiva anuali-
dad, serán destinados en proyectos de turismo en las 
entidades territoriales.

Parágrafo 1°. Los proyectos provenientes de los 
departamentos del Guaviare, Vaupés, Putumayo, 
Amazonas, Vichada, Caquetá, Guainía, el Choco 

-
var su rica biodiversidad y los municipios de sexta 
categoría de San Agustín e Isnos en el departamento 
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del Huila, Inzá (Tierradentro) en el departamento del 
Cauca, y Mompox en el departamento de Bolívar de-
clarados patrimonio histórico de la humanidad por la 

-
ciación de que tratan los numerales 2 y 3 del presente 
artículo.

TÍTULO VI 
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 25. Fomento de los estudios turísticos. 

criterios en la programación de los estudios de for-
mación reglada y ocupacional del sector turístico y 
promoverá el acceso a la formación continua de las 
trabajadoras y trabajadores ocupados del sector. Asi-
mismo, apoyará la formación turística destinada a la 
adquisición de nuevos conocimientos y tecnologías 
y la formación de formadores.

El Gobierno Nacional, impulsará la suscripción 
de acuerdos y convenios con las universidades para 
la elaboración de programas y planes de estudios en 
materia turística.

Artículo 26. Protección al turista. Para efectos de 
garantizar los derechos del consumidor de servicios 
turísticos se aplicará la regulación especial contenida 

-
quen o reglamenten. 

Los prestadores y comercializadores de servicios 
aéreos, se regirán en lo que corresponda, por el Có-
digo de Comercio, las leyes especiales sobre la mate-
ria; los reglamentos aeronáuticos, el Decreto número 

o reglamenten.
Parágrafo 1°. Para promover soluciones agiles y 

se deberá surtir previamente una etapa de reclama-
ción directa, con el prestador del servicio y las em-
presas de transporte aéreo. El Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo reglamentará la materia.

Parágrafo 2°. Las reclamaciones que se susciten 
en desarrollo de la prestación del servicio de trans-
porte aéreo, serán resueltas por la entidad aeronáuti-
ca como única Entidad competente del sector. Se ex-
cluye a esta industria de la competencia determinada 
en la Ley 1480 de 2011. 

Artículo 27. Modifíquese en su integridad el artí-
culo 94 de la Ley 300 de 1996 quedará así:

“Artículo 94. De los Guías de Turismo. Se con-
sidera guía de turismo a la persona natural que pres-
ta servicios profesionales en el área de guionaje o 
guianza turística, cuyas funciones hacia el turista, 
viajero o pasajero son las de orientar, conducir, ins-
truir y asistir durante la ejecución del servicio con-
tratado.

Se conoce como profesional en el área de guionaje 
o guianza turística en cualquiera de sus modalidades, 
a la persona que esté inscrita en el Registro Nacional 
de Turismo, previa obtención de la correspondiente 
tarjeta profesional como guía de turismo, otorgada 
por la entidad u organismo que el gobierno designe.

Para obtener la tarjeta profesional deberá acredi-
tarse, como mínimo título de formación de educa-
ción superior del nivel tecnológico como Guía de 

de Educación Superior reconocida por el Gobierno 
Nacional. 

También podrá ser reconocido como Guía de 
Turismo, quien ostente un título profesional en las 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y ha-
ber aprobado el curso de homologación que el SENA 

ejercer la actividad en el ámbito de su especialidad. 
El Estado, por intermedio del SENA o una Enti-

dad de Educación Superior reconocida por el Gobier-
no Nacional, promoverá el desarrollo de competen-
cias en bilingüismo, para proporcionar herramientas 
que permitan el acceso en condiciones de igualdad y 
equidad a la oferta laboral y empresarial del sector 
turístico. 

No obstante, quien obtenga el título profesional 
de guía de turismo a partir del segundo año de vigen-
cia de la presente ley deberá acreditar el conocimien-
to de un segundo idioma. 

La Tarjeta Profesional de Guía de Turismo es el 

proteger, autorizar y controlar al titular de la misma 
en el ejercicio profesional del Guionaje o Guianza 
Turística. El gobierno nacional reglamentará la ex-
pedición de la tarjeta profesional.

Los prestadores de servicios turísticos, así como 
las personas o entidades a cargo de la administración 
de todos los atractivos turísticos registrados en el in-
ventario turístico nacional, están en la obligación de 
observar y hacer cumplir que el servicio profesional 
de Guionaje o Guianza Turística sea prestado única-
mente por Guías de Turismo inscritos en el Registro 
Nacional de Turismo.

El Gobierno Nacional, en desarrollo de los prin-
cipios generales de la industria turística, previa con-
sulta con las diferentes organizaciones gremiales que 
representan legalmente a los Guías de Turismo, re-
glamentará la profesión de Guionaje o Guianza Tu-
rística y su ejercicio”.

Artículo 28. La Policía de Turismo garantizará 
la presencia permanente en Aeropuertos, Puertos y 
Terminales de Transporte, de personal capacitado en 
un segundo idioma, información Turística y cono-

cual estén prestando sus servicios.
Artículo 29. Modifíquese, el artículo 109 de la 

Ley 300 de 2006, el cual quedará así: 
“Artículo 109. De los círculos metropolitanos 

turísticos. Los municipios podrán conformar Círcu-

el turismo en sus regiones, de acuerdo a lo estable-
cido en la Ley 1454 de 2011 Ley de Ordenamiento 
Territorial. Estos Círculos podrán formular proyec-
tos al Banco de Proyectos del Fondo Nacional del 
Turismo.

Los vehículos de servicio público terrestre au-
tomotor individual de pasajeros en vehículos taxi 
de pasajeros que transporten turistas dentro de los 
círculos metropolitanos no requerirán planillas para 
trasladarlos entre los municipios que hacen parte del 
correspondiente Círculo”.
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-
lo 42 de la Ley 1450 de 2011 estarán destinadas al 
mejoramiento directo de la competitividad turística 
de los municipios. El Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo, emitirá concepto previo sobre las 
inversiones necesarias para la conservación y el me-
joramiento de la Mina de Nemocón como atractivo 
turístico. 

Artículo 31. De la publicidad turística. El núme-
ro que corresponda al Registro Nacional de Turismo 
deberá ser incluido en toda publicidad del prestador 
de servicios turísticos. Tanto los prestadores de ser-
vicios turísticos como las empresas de transporte en 
el caso de anunciar precios, deberán incluir todos 
los impuestos del país o del exterior, tasas, cargos, 

moneda de pago de los servicios ofrecidos y el tipo 
de cambio aplicable si el precio estuviere indicado 
en moneda diferente a la de curso legal en Colombia. 
La infracción a lo dispuesto en este artículo se consi-
derará publicidad engañosa.

Artículo 32. Se exceptúan de la prohibición con-
templada en el inciso 4º del artículo 10 de la Ley 
1474 de 2011 las entidades públicas y patrimonios 
autónomos que tengan como función la promoción 
turística y cultural del país, o el desarrollo de la car-
tografía nacional, los cuales podrán patrocinar, con-
tratar o realizar la impresión de publicaciones con 

Artículo 33. Estadísticas. El Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística, DANE, lle-
vará el registro de las estadísticas relacionadas con 
el sector turístico y de manera mensual entregará la 
información correspondiente, según los diferentes 
renglones de la actividad que de común acuerdo se 
determine con el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, incluyendo la denominada cuenta satélite 
y el turismo fronterizo.

Parágrafo. La información contenida en las tarje-
tas de registro hotelero será remitida al DANE con 

visitas de nacionales y extranjeros, en los términos y 
condiciones que señale el reglamento que expida el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, quien 
deberá facilitar las condiciones técnicas para su cum-
plimiento. El manejo de esta información por parte 
del DANE se deberá realizar con la debida reserva, 
y en consecuencia, la información contenida en las 
tarjetas de registro hotelero no podrá darse a conocer 
al público sino únicamente en resúmenes numéricos, 
que no hagan posible deducir de ellos información 
alguna de carácter individual que pudiera utilizarse 

-
vestigación judicial o cualquier otra diferente al pro-
piamente estadístico.

Artículo 34. El artículo 61 de la Ley 300 de 1996 
quedará así:

“Artículo 61. Registro Nacional de Turismo. El 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo delega-
rá en las Cámaras de Comercio el registro nacional 
de turismo, en el cual deberán inscribirse todos los 
prestadores de servicios turísticos contemplados en 
el artículo 12 de la Ley 1101 de 2006.

Parágrafo 1°. La obtención del registro será re-
quisito previo y obligatorio para el funcionamiento 
de los establecimientos turísticos. 

Parágrafo 2°. Las cámaras de comercio, para los 
-

previos a la inscripción o renovación del registro y 
disponer de un sistema de información en línea para 
el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo, establecerá las condiciones y requisi-
tos necesarios para la inscripción y actualización del 
registro nacional de turismo y las demás condiciones 
para el ejercicio de la función por parte de las cáma-
ras de comercio.

Parágrafo 4°. El Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo procederá a la suspensión automática 
del Registro Nacional de Turismo de los prestadores 
de servicios turísticos que no lo actualicen anual-
mente dentro de las fechas señaladas en la regla-
mentación y sancionará a quienes estén prestando el 
servicio sin estar registrados. Durante el tiempo de 
suspensión del Registro, el prestador, no podrá ejer-
cer la actividad. 

Parágrafo 5°. El Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo solicitará a las Alcaldías Distritales 
y municipales el cierre temporal inmediato de los 
establecimientos turísticos hasta tanto los prestado-
res acrediten estar inscritos en el registro nacional 
de turismo o hayan cumplido con la actualización de 
la inscripción. Para el levantamiento de la medida 
prevista en este inciso, las autoridades distritales y 

-
mara de comercio o el Ministerio de Comercio, que 
el prestador de servicios turísticos ha cumplido con 
su deber de actualizar el Registro Nacional de Turis-
mo o respectiva inscripción.

Parágrafo 6°. Para la reactivación de la inscrip-
ción en el Registro Nacional de Turismo, el prestador 
deberá solicitar y acreditar la cancelación a favor del 
Fondo Nacional del Turismo, de un (1) salario míni-
mo mensual legal vigente en el momento del pago”.

Artículo 35. Obligación a cargo de los admi-
nistradores de propiedad horizontal. Es obligación 
de los administradores de los inmuebles sometidos 
al régimen de propiedad horizontal en los cuales 
se preste el servicio de vivienda turística, reportar 
al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la 
prestación de tal tipo de servicios en los inmuebles 
de la propiedad horizontal que administra, cuando 
estos no estén autorizados por los reglamentos para 
dicha destinación, o no se encuentren inscritos en el 
Registro Nacional de Turismo.

La omisión de la obligación contemplada en este 
artículo acarreará al administrador la imposición por 
parte del Ministerio de Comercio, Industria y Turis-
mo de una sanción consistente en multa de hasta 3 
salarios mínimos legales mensuales vigentes en el 
momento del pago, con destino al Fondo de Promo-
ción Turística.

Al prestador del servicio de vivienda turística que 
opere sin la previa autorización en los reglamentos 
de propiedad horizontal debidamente registrada en 
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serán impuestas las sanciones contempladas en el 
numeral 2 del artículo 59 de la Ley 675 de 2001, de 
acuerdo con el procedimiento establecido en dicha 
ley. Lo anterior sin perjuicio de las sanciones que se 
derivan de la no inscripción en el Registro Nacional 
de Turismo.

Artículo 36. Modifíquese el artículo 18 de la Ley 
300 de 1996, adicionándole un segundo parágrafo, el 
cual quedará así:

“Artículo 18. Desarrollo turístico prioritario. 
Los Concejos Distritales o Municipales previo el vis-
to bueno del Ministerio de Comercio, Industria y Tu-
rismo o a solicitud de este Ministerio, en ejercicio de 
las facultades consignadas en el artículo 313 numeral 
7 de la Constitución Política, determinarán las Zonas 
de Desarrollo Turístico prioritario, que producirá los 
siguientes efectos: 

1. Afectación del uso del suelo para garantizar el 
desarrollo prioritario de actividades turísticas. El uso 
turístico primará sobre cualquier otro uso que más 
adelante se decrete sobre tales áreas, y que no sea 
compatible con la actividad turística. 

2. Apoyo local en la dotación a esas áreas de ser-
vicios públicos e infraestructura básica, de acuerdo 
con los planes maestros distritales o, municipales. 

Parágrafo 1°. De conformidad con lo establecido 
por el artículo 32, numeral 7 de la Ley 136 de 1994, 
los Concejos Distritales o Municipales, podrán es-
tablecer exenciones sobre los tributos de su compe-
tencia en las zonas de desarrollo turístico prioritario. 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo y el Fondo Nacional de Turismo, 
apoyarán con acciones de promoción y competitivi-
dad las áreas declaradas por los Concejos Distritales 
o Municipales como Zonas de Desarrollo Turístico 
Prioritario”.

Artículo 37. Exigibilidad de garantías a los pres-
tadores de servicios turísticos y a las empresas de 
transporte aéreo de pasajeros. El Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo podrá exigir a los pres-
tadores de servicios turísticos que determine, y el 
Ministerio de Transporte a las empresas aéreas, la 
constitución de garantías expedidas por empresas de 

-
galmente en Colombia que amparen el cumplimiento 
de los servicios contratados por los turistas y las de-
voluciones de dinero a favor de los usuarios cuando 
haya lugar a ello. Esta garantía deberá permanecer 
vigente, so pena de las sanciones establecidas en el 
artículo 72 de la Ley 300 de 1996.

Artículo 38. Será de competencia del Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo y del Ministerio 
de Ambiente y desarrollo Sostenible, coordinar el 
ejercicio de las actividades turísticas en las áreas na-
turales protegidas; las regulaciones o limitaciones de 

tarifas por el ingreso, y demás aspectos relacionados 
con las áreas naturales protegidas.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
deberá sujetarse a los planes de manejo ambiental 
de las áreas naturales protegidas, determinadas por 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo nuevo. A partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley el Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo; expe-
dirá la política nacional que desarrolla la promoción 
del Turismo Arqueológico de San Agustín e Isnos en 
el Departamento del Huila.

Artículo 39. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación y dero-
ga el artículo 3º de la Ley 300 de 1996 y las disposi-
ciones que le sean contrarias.

Dídier Alberto Tavera Amado, Ponente Coor-
dinador; José Edilberto Caicedo, Atiliano Giraldo 
Arboleda, Wilson N. Arias Castillo, Carlos Andrés 
Amaya, Silvio Vásquez Villanueva, Luis Guillermo 
Barrera G., Iván Darío Agudelo Zapata, Ponentes.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., 13 de junio de 2012
En Sesión Plenaria del día 12 de junio de 2012, 

de 2011 Cámara, 156 de 2010 Senado, por la cual se 
modi ca la Ley 00 de 1  - Ley General de Turis-
mo, la Ley 1101 de 200  y se dictan otras disposicio-
nes
siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior consta en el Acta de Sesión Plenaria 
número 130 de junio 12 de 2012, previo su anuncio 
el día 6 de junio de los corrientes, según Acta de Se-
sión Plenaria número 129. 

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
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